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I. ASUNTO 

 

El Despacho procede a resolver la solicitud de medida cautelar presentada por la 

parte demandante, visible a folio 2 del expediente digital, previo los siguientes:  

 

II. ANTECEDENTES 

 

Colpensiones, por intermedio de apoderado judicial, presenta demanda en ejercicio 

del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, en la que solicita 

declarar la nulidad del acto administrativo contenido en la Resolución 9098 de 18 

de marzo de 2005, mediante la cual se reconoció pensión de vejez al señor 

Guillermo Sánchez Vela.  

 

En la solicitud de medida cautelar, manifiesta Colpensiones que el desaparecido 

Instituto de Seguros Sociales – ISS reconoció pensión de vejez al demandado, sin 

advertir que este se había trasladado al fondo privado de pensiones y cesantías 

Porvenir y, por ende, la obligación estaba a cargo de dicho fondo privado, lo que 

genera un detrimento a las arcas del Estado, por lo que se hace imperioso la 

suspensión de los efectos jurídicos de la prestación, hasta tanto se revoque el acto 

administrativo demandado.  

 

Una vez notificada la medida cautelar, el apoderado del señor Guillermo Sánchez 

Vela se opuso al decreto de esta1.  

 

                                                           
1 Folios 1-4 archivo 26 expediente digital.   
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III. CONSIDERACIONES 

 

En lo concerniente a las medidas cautelares el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA) regula el tema de la 

siguiente manera:   

 

Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, 
el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a 
petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado 
Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que 
considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto 
del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en 
el presente capítulo.  
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
[…].  
 
Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las 
medidas cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas o 
de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con las 
pretensiones de la demanda. Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente 
podrá decretar una o varias de las siguientes medidas:  
 
1. Ordenar que se mantenga la situación, o que se restablezca al estado en 
que se encontraba antes de la conducta vulnerante o amenazante, cuando 
fuere posible. 
 
2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de 
carácter contractual. A esta medida solo acudirá el Juez o Magistrado 
Ponente cuando no exista otra posibilidad de conjurar o superar la situación 
que dé lugar a su adopción y, en todo caso, en cuanto ello fuere posible el 
Juez o Magistrado Ponente indicará las condiciones o señalará las pautas 
que deba observar la parte demandada para que pueda reanudar el 
procedimiento o actuación sobre la cual recaiga la medida.  
 
3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo.  
 
4. Ordenar la adopción de una decisión administrativa, o la realización o 
demolición de una obra con el objeto de evitar o prevenir un perjuicio o la 
agravación de sus efectos.  
 
5. Impartir órdenes o imponerle a cualquiera de las partes del proceso 
obligaciones de hacer o no hacer. 
 
[…]. 

Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 
se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional 
de sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la 
demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal 
violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las 
normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el 
restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá 
probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos.  
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[…]. [Subrayas y negrillas fuera del texto original]  

 

De las normas transcritas, en su parte pertinente, se colige que la suspensión 

provisional de los efectos de los actos administrativos procederá cuando (i) exista 

violación de las normas invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en 

escrito separado; (ii) tal violación surja del análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de 

las pruebas allegadas y (iii) se pruebe sumariamente la existencia de los perjuicios, 

siempre que se solicite el restablecimiento del derecho y la indemnización de 

perjuicios. 

 

Respecto del alcance y forma de aplicación de los requisitos contenidos en el 

artículo 231 del CPACA, el Consejo de Estado ha sostenido que: 

 

[…] 2°) La procedencia de la suspensión provisional de los efectos de un 
acto que se acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las 
disposiciones invocadas, surge, es decir, si aparece presente, desde esta 
instancia procesal - cuando el proceso apenas comienza -, como conclusión 
del: i) análisis del acto demandado y su confrontación con las normas 
superiores invocadas como violadas, o, ii) del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud. El panorama que presenta el CPACA contiene 
una variación significativa en la regulación de esta figura jurídico - procesal 
de cara al anterior ordenamiento en cuanto que ahora, la norma da apertura 
y autoriza al juez administrativo para que desde este momento procesal en 
aras de estimar si procede suspender provisionalmente los efectos del acto 
puede: 1°) realizar análisis entre el acto y las normas invocadas como 
transgredidas, y 2°) estudiar las pruebas allegadas con la solicitud [...]2 
 
[…] Es decir, con el CPACA desapareció el calificativo de “manifiesta” que 
caracterizaba a la infracción normativa que hacía procedente la suspensión 
provisional mientras rigió el CCA.  En su lugar, el juez actualmente 
emprende un análisis del acto demandado, a partir de su confrontación con 
las normas invocadas por el actor como violadas y las pruebas aportadas 
por el mismo para sustentar su solicitud, lo que a juicio de la Sala puede 
involucrar, por un lado, la integración de principios y valores constitucionales 
identificables con el caso concreto y, por otro, la consulta de la jurisprudencia 
que se ha ocupado de la constitucionalidad de las normas invocadas o que 
ha sentado lineamientos sobre la interpretación que debe dárseles. 
 
De modo que el CPACA le otorga al juez administrativo un papel más 
dinámico en el decreto de esta medida cautelar, y lo releva de cualquier 
responsabilidad derivada que lo puede llevar incluso a efectuar un juicio de 
legalidad del acto administrativo anticipado, en tanto que la norma establece 
que no implicará prejuzgamiento -como bien lo advierte el artículo 229 
ibídem- porque la decisión de suspender o de no suspender los efectos del 
acto administrativo no se vuelve inmutable, sino que, por el contrario, los 
elementos de juicio de carácter normativo y probatorio que continúen 

                                                           
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, septiembre 3 de 2014, radicado 
11001-03-28-000-2014-00022-00. Mag. Susana Buitrago Valencia. 
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arrimándose por las partes al proceso en sus etapas posteriores podrían 
devenir en una decisión distinta al proferir sentencia […]3 
 
Pues es precisamente esa posibilidad de dejar sin efecto temporal la norma, 
el objeto de la denominada “suspensión provisional”. Hoy en día el artículo 
229 del CPACA consagra la medida en comento exigiendo una "petición de 
parte debidamente sustentada", y el 231 impone como requisito la "(…) 
violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que 
se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto 
demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como 
violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud". Entonces, 
las disposiciones precisan que la medida cautelar i) se debe solicitar con 
fundamento en el mismo concepto de violación de la demanda, o en lo que 
el demandante sustente al respecto en escrito separado o en la misma 
demanda, pero en todo caso que sea específica y propia para la procedencia 
de la medida excepcional, o una expresa remisión a que el apoyo de la 
medida se soporta en el concepto de violación y ii) al resolver se debe indicar 
si la violación de las disposiciones invocadas surge de la confrontación entre 
el acto demandado y las normas superiores invocadas como violadas o del 
estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. De esta manera, el cambio 
sustancial respecto al régimen del anterior Código Contencioso 
Administrativo radica en que, a la luz del artículo 231 del nuevo CPACA, el 
operador judicial puede analizar la transgresión bien sea con la 
confrontación entre el acto y las normas superiores invocadas o con el 
estudio de las pruebas allegadas con la solicitud, sin que ello implique 
prejuzgamiento.4 

 

El estudio de la procedencia de la suspensión de los efectos de los actos 

administrativos tiene un amplio margen de discrecionalidad que exige del juez una 

valoración que tenga en cuenta: (i) la necesidad de la medida cautelar; (ii) la 

distinción entre el objeto del proceso y el objeto de la medida cautelar; (iii) el impacto 

de la medida cautelar en los derechos de quienes pueden verse afectados y (iv) la 

garantía del debido proceso de la parte contra quien se solicita la medida cautelar.  

 

De lo precedente surge con claridad que, para determinar la ilegalidad del acto 

administrativo impugnado es necesario entrar al estudio de fondo de la controversia, 

comoquiera que se tendría que analizar si efectivamente el reconocimiento de la 

pensión de vejez al beneficiario se realizó de manera equivocada, bajo un régimen 

que no era aplicable al mismo, tal como lo afirma la entidad y, por ende, transgrede 

las normas invocadas como violadas; de igual forma, los medios de prueba que 

sustentan las circunstancias fácticas de las cuales habla el líbelo demandatorio no 

son suficientes, para configurar verdaderos y serios elementos de juicio que lleven 

al convencimiento del juzgador que los actos administrativos están viciados de 

nulidad. 

                                                           
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, septiembre 18 de 2014, radicado 
11001-03-28-000-2014-00089-00. Mag Alberto Yepes Barreiro. 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, octubre 27 de 2014, radicado 
11001-03-28-000-2014-00100-00. Mag. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. 
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Por consiguiente, resulta necesario entrar al estudio de fondo de la controversia y 

decretar las pruebas necesarias, comoquiera que las que soportan las 

circunstancias fácticas no son suficientes para establecer si estuvo bien sustentada 

la decisión proferida por la entidad accionante.           

 

Aunado a lo anterior, cabe anotar que el demandado, al descorrer el traslado de la 

medida, afirmó que a la fecha Colpensiones no le ha pagado la mesada pensional 

reconocida, porque percibe una pensión de vejez de renta vitalicia del régimen de 

ahorro individual, cuya nulidad se pretende dentro del proceso judicial que 

actualmente cursa en el Juzgado Noveno Laboral del Circuito de Bogotá; luego 

entonces, contrario a lo afirmado por la parte actora, no se estaría afectado el erario, 

ni se configura ninguna otra situación fáctica ni jurídica que permita a la suscrita 

juez adoptar una decisión favorable a lo solicitado por la administradora de 

pensiones accionante.  

 

Así las cosas, observa el Despacho que no están dados los requisitos del artículo 

231 del CPACA para decretar la suspensión provisional de la Resolución 9098 de 

18 de marzo de 2005, en consecuencia, se negará la solicitud de medida cautelar 

presentada.  

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del 

Circuito de Bogotá, 

RESUELVE 

                                                                                                                                                                                                                                                      

PRIMERO: Negar la solicitud de suspensión provisional de los efectos del acto 

administrativo contenido en la Resolución 9098 de 18 de marzo de 2005, por las 

razones expuestas en la parte motiva del presente auto.  

 

SEGUNDO: Reconocer personería jurídica al Dr. Andrés Alfonso Parias Garzón 

con T.P. 115.548 del CS de la J., para actuar como apoderado del señor Guillermo 

Sánchez Vela, de acuerdo al poder conferido y visible a folio 1 del archivo 30 PDF, 

del expediente digital.  

 

Notifíquese y Cúmplase 

 
(Firmada electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 
JUEZ 

PRV 
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JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ D. C. - SECCIÓN SEGUNDA 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notificó a las 

partes la providencia anterior, hoy 28 de junio de 2021 

a las 8.00 A.M. 

 



JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EJECUTIVO 

 

EXPEDIENTE:     110013335020201500236  00 

DEMANDANTE: ANA JULIA LÓPEZ DE ROA   

DEMANDADO: UAE DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP 

 

I.  ASUNTO 

 

El Despacho procede a decidir respecto de los recursos de reposición y en subsidio 

de apelación presentados por la apoderada de la entidad accionada contra el auto 

de 21 de febrero de 20201. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1 Providencia recurrida 

 

A través de auto de 21 de febrero de 2020, se ordenó librar mandamiento de pago 

a favor de la señora Ana Julia López de Roa, por la suma de $17.800.706.06, 

correspondiente a los intereses moratorios causados a partir del día siguiente a la 

fecha de ejecutoria de las sentencias proferidas dentro del proceso 2005-05112 y 

hasta la fecha efectiva de pago del capital. 

 

2.2 Recursos de reposición y en subsidio de apelación 

 

La demandada, por intermedio de apoderada, interpuso recursos de reposición y en 

subsidio de apelación contra el proveído referido en el acápite precedente, bajo el 

fundamento de la falta de legitimación en la causa por pasiva y la caducidad de la 

acción ejecutiva; por lo que solicita revocar la decisión. 

 

                                                           
1 Folios 154 a 160. 
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III. CONSIDERACIONES 

  

De conformidad con lo previsto en el artículo 242 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), la interposición del 

recurso de reposición procede contra autos que no sean susceptibles de apelación 

o de súplica; en cuanto a su oportunidad, se remite a lo dispuesto en el Código 

General del Proceso (CGP).  

  

Por su parte, el artículo 438 ibidem dispone que el mandamiento ejecutivo no es 

apelable; el auto que lo niegue total o parcialmente y el que por vía de reposición lo 

revoque, lo será en el suspensivo.  

 

De lo indicado se concluye que, en lo concerniente con la providencia que dispone 

librar mandamiento de pago, el recurso que procede es el de reposición; por lo tanto, 

habrá de rechazarse el recurso de apelación incoado, por improcedente. 

 

Realizada la anterior precisión, la suscrita juez estudiará las inconformidades 

manifestadas por la recurrente, en los siguientes términos: 

 

3.1 Falta de legitimación en la causa por pasiva 

 

Sobre el particular, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca ha sostenido que 

“[…] la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones 

Parafiscales de la Protección Social – UGPP, es la entidad que debe asumir la 

competencia para el pago de los intereses moratorios causados con ocasión del no 

pago oportuno de las sumas de dinero ordenadas en un fallo judicial, por ser la 

entidad que asumió las obligaciones que le correspondían a la extinta CAJANAL en 

lo que se refiere a la administración de la nómina de pensionados y a la atención de 

sus reclamaciones”2. 

 

En ese orden de ideas, conforme al criterio reiterado del mencionado Tribunal, la 

UGPP se encuentra legitimada para comparecer en calidad de ejecutada, en los 

procesos cuyo título ejecutivo sea una sentencia judicial dentro de la cual haya sido 

                                                           
2 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda - Subsección “D”, auto de 8 de junio de 2017, expediente: 
11001-33-35-020-2016-00479-01. Mag. Luis Alberto Álvarez Parra. 
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condenada la Caja Nacional de Previsión Social – Cajanal, como ocurre en el asunto 

de la referencia. 

 

3.2 Caducidad de la acción ejecutiva 

 

En cuanto a este tópico, cabe anotar que la sentencia objeto del título ejecutivo 

cobró ejecutoria el 4 de octubre de 2007, en vigencia del Código Contencioso 

Administrativo (CCA), por lo tanto, se debe aplicar tal normativa y no la establecida 

en la Ley 1437 de 2011.  

 

Así las cosas, se advierte que los artículos 136 numeral 11° y 177 del CCA, 

señalaban: 

  
Artículo 136. Caducidad de las acciones. 

 
[…] 

 
11. La acción ejecutiva derivada de decisiones judiciales proferidas por esta 
jurisdicción, caducará al cabo de cinco (5) años, contados a partir de la exigibilidad 
del respectivo derecho. La exigibilidad será la señalada por la ley o la prevista por 
la respectiva decisión judicial.  

 
Artículo 177. Efectividad de condenas contra entidades públicas.  

 
[…] 

 
Será causal de mala conducta de los funcionarios encargados de ejecutar los 
presupuestos públicos, pagar las apropiaciones para cumplimiento de condenas 
más lentamente que el resto. Tales condenas, además, serán ejecutables ante 
la justicia ordinaria dieciocho (18) meses después de su ejecutoria. [negrillas 
fuera del texto original]. 

 

De acuerdo con lo citado, para efectos de contabilizar la caducidad de las acciones 

ejecutivas cuyo título valor es una sentencia judicial, es necesario recurrir, entre 

otros, al contenido del inciso cuarto del referido artículo 177, para concluir que esta 

será exigible al vencimiento de los 18 meses a los que alude dicho precepto y, a 

partir de esta fecha, la parte ejecutante dispone de cinco (5) años para presentar la 

demanda ejecutiva. 

  

Ahora bien, el ordenamiento jurídico colombiano contempla algunas causales que 

suspenden el término de caducidad en materia de lo contencioso administrativo, 

entre las cuales se encuentra la demanda ejecutiva ejercida contra entidades en 

proceso de liquidación, de conformidad con el inciso segundo del artículo 14 de la 

Ley 550 del 30 de diciembre de 1999 que establece: “[d]urante la negociación del 
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acuerdo se suspende el término de prescripción y no opera la caducidad de las 

acciones respecto de los créditos contra el empresario”. 

 

Al respecto, es importante destacar que, el Gobierno Nacional a través del Decreto 

2196 de 2009 dispuso la supresión de Cajanal, en consecuencia, a partir de la 

vigencia de tal decreto, dicha entidad entraría en proceso de liquidación, que debía 

concluir a más tardar en un plazo de dos (2) años, con la posibilidad de ser 

prorrogado mediante acto administrativo debidamente motivado. 

 

Posteriormente, el Gobierno Nacional a través de los Decretos 2040 de 2011, 1229 

de 2012, 2776 de 2012 y 877 de 2013, prorrogaron dicho plazo hasta el 11 de junio 

de 2013, fecha en la cual el proceso de liquidación culminó. 

 

De conformidad con lo mencionado, el proceso de liquidación de Cajanal perduró 

desde el 12 de junio de 2009 hasta el 11 de junio de 2013, lapso en el cual, los 

términos de prescripción y de caducidad se suspendieron, reanudándose desde 

esta última fecha el cómputo de los cinco (5) años de caducidad de las acciones 

ejecutivas.  

 

Descendiendo al caso concreto, se evidencia que este Despacho profirió sentencia 

el 24 de enero de 20073, confirmada por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, sección segunda - subsección “B”, en providencia de 20 de 

septiembre del mismo año4, por medio de la cual condenó a Cajanal a efectuar una 

nueva liquidación de la pensión de vejez a favor de la señora Ana Julia López de 

Roa, equivalente al 75% del promedio de salarios devengados durante el último año 

de servicios; decisión que quedó ejecutoriada el 4 de octubre de 2007. 

 

Luego entonces, en virtud del inciso cuarto del artículo 177 del CCA, la condena 

impuesta se hizo exigible el 4 de abril de 2009, fecha en la que transcurrieron los 18 

meses a los que alude dicho precepto; sin embargo, como el 12 de junio de 2009 

se suspendieron los términos de caducidad para presentar la demanda ejecutiva, a 

raíz del proceso de liquidación de Cajanal, que culminó el 11 de junio de 2013, no 

habían transcurrido más de 2 meses y 7 días entre la exigibilidad y la suspensión. 

 

                                                           
3 Folios 124 a 140. 
4 Folios 141 a 151. 
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Ahora bien, la parte accionante radicó la demanda ejecutiva en sede judicial el 13 

de febrero de 20155, es decir, dentro del término de los cinco (5) años, cuyo conteo 

reinició el 11 de junio de 2013, motivo por el cual no operó la caducidad. 

 

Por consiguiente, los argumentos expresados resultan suficientes para mantener en 

firme la providencia recurrida, emitida el 21 de febrero de 2020 y, en consecuencia, 

negar el recurso de reposición incoado por la apoderada de la Unidad Administrativa 

Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social 

- UGPP, dentro del proceso de la referencia. 

  

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del 

Circuito de Bogotá, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO.- No reponer la decisión adoptada en auto de 21 de febrero de 2020, 

que ordenó librar mandamiento de pago a favor de la demandante, según lo 

manifestado en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO.- Rechazar por improcedente el recurso de apelación instaurado por la 

apoderada de la entidad ejecutada contra el señalado proveído, de acuerdo con lo 

las consideraciones de este auto. 

 

TERCERO.- Reconocer personería a la firma Vence Salamanca Lawyers Group 

SAS, identificada con el NIT 901.046.359-5, como apoderada general de la UAE 

UGPP, de conformidad con las facultades otorgadas mediante escritura pública 

0605 de 12 de febrero de 20206, quien actúa a través de la doctora Karina Vence 

Peláez, portadora de la TP 81.621 del C. S. de la J., en su calidad de representante 

legal. 

 

CUARTO.- En firme este auto, vuelvan las diligencias al Despacho para continuar 

con el trámite procesal pertinente. 

 

QUINTO.- Advertir a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el 

Consejo Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, 

                                                           
5 Folio 1. 
6 Folios 170 a 176. 
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cualquier solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al 

correo electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 
Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

JUEZ 

 

GAP 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUEZ  

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-BOGOTÁ, D.C. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a 
las partes la providencia anterior, hoy 28 de junio de 2021 
a las 8:00 am. 



JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

  
 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020201500624 00 

DEMANDANTE: FELICITA COLINA DE REZA 

DEMANDADO: UGPP  

 

Mediante auto de 11 de septiembre de 2015, el Despacho resolvió negar el 

mandamiento de pago solicitado por la señora Felicita Colina de Reza contra la 

Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales 

de la Protección Social – UGPP.  

 

Contra la mencionada decisión la parte actora presentó recursos de reposición y en 

subsidio de apelación, respecto de los cuales, a través de proveído de 9 de octubre 

de 20151, se rechazó el recurso de reposición por improcedente y concedió el de 

apelación ante el superior.  

 

Sobre el particular, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – sección Segunda 

– subsección “B”, M.P. Dr. José Rodrigo Romero Romero, en providencia de 26 de 

noviembre de 2018, revocó la decisión de primera instancia y ordenó “[…] 

previamente a pronunciarse sobre si libra o no mandamiento de pago, debe requerir 

al apoderado y a la demandante aportar documentos con los que acrediten a cuáles 

asignatarios se les adjudicó en el proceso de sucesión el crédito derivado del título 

base de la ejecución”. 

 

En consecuencia, obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca – sección segunda – subsección “B”, M.P. Dr. José 

Rodrigo Romero Romero que, en providencia de 26 de noviembre de 20182, resolvió 

el recurso de apelación interpuesto contra el auto de 11 de septiembre de 20153 y  

revocó la decisión adoptada.  

  

 

                                                           
1 Folios 61-62 del expediente.  
2 Folio 91-95 del expediente. 
3 Folios 48-52 del expediente.  
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Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del 

Circuito de Bogotá,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. -  Obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca – sección segunda – subsección “B” en providencia de 26 de 

noviembre del 2018, conforme a lo expuesto en la parte motiva.  

 

SEGUNDO. -  Se requiere a la parte demandante con el fin de que informe y aporte 

los documentos que acrediten a cuáles asignatarios se les adjudicó en el proceso 

de sucesión el crédito derivado del título base de la ejecución, previo a resolver 

frente a la procedencia de librar o no el mandamiento de pago solicitado, de acuerdo 

con la orden impartida por el superior.  

 

TERCERO. – Se exhorta igualmente a las partes que con ocasión a las medidas 

adoptadas por el Consejo Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del 

COVID-19 en el país, cualquier solicitud y radicación de memoriales, deberá 

remitirse únicamente al correo electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los 

Juzgados Administrativos de Bogotá, esto es, 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

CUARTO. - Por Secretaría, háganse las anotaciones correspondientes.  

  

Notifíquese y Cúmplase 

 
(Firmada electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 
JUEZ 

 

PRV  

 

 

Firmado Por: 

 

GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUEZ  

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-BOGOTÁ, 

D.C. 

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO 
DE BOGOTÁ D. C. - SECCIÓN SEGUNDA 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notificó a las partes la 
providencia anterior, hoy 28 de junio de 2021 a las 8.00 A.M. 

 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

Expediente 110013335020201500624 00     

 
 

3 

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

061f553605a93ce8e88a599cb444a20edb6ba52dc4f75cc12151d4beb89c511f 

Documento generado en 25/06/2021 12:31:26 p. m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020201800057 00 

DEMANDANTE: 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 
COLPENSIONES 

DEMANDADO: SARQUIS GERARDO CORREA LIZARAZO 

 

De la solicitud de medida cautelar presentada por el apoderado de la entidad 

accionante1, por secretaría córrase traslado a la parte accionada por el término de 

cinco (5) días, de conformidad con el artículo 233 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), para que manifieste lo 

pertinente, en los términos indicados en la citada norma. 

 

Vencido el traslado anterior, vuelvan las diligencias al Despacho. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 

 
GAP 

 
 

 

 

 

 

                                                           
1 Folios 8 a 10 correspondiente a la demanda. 

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a 
las partes la providencia anterior, hoy 28 de junio de 2021 
a las 8:00 am. 
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020201800057 00 

DEMANDANTE: 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES 

DEMANDADO: SARQUIS GERARDO CORREA LIZARAZO 

 

Obedézcase y cúmplase lo dispuesto por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 

Consejo Superior de la Judicatura, Magistrado Ponente Dr. Carlos Mario Cano 

Diosa, en providencia de 10 de septiembre de 20201, mediante la cual dirimió el 

conflicto negativo de competencia suscitado con el Juzgado Veinticuatro Laboral del 

Circuito de Bogotá, asignando el conocimiento del asunto de la referencia a este 

Despacho judicial. 

 

Así las cosas, se examina el presente medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho, y se observa:  

 

1° Que se encuentran designadas las partes2. 

 

2° Que las pretensiones3 están de conformidad con el poder conferido.  

 

3° Que los fundamentos fácticos de la demanda se encuentran debidamente 

enunciados4. 

 

4° Que los fundamentos de derecho de las pretensiones y el concepto de violación5 

se encuentran conforme al numeral 4º del artículo 162 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA).   

 

5° Que la cuantía se encuentra razonada por la parte demandante6, por lo mismo, 

el proceso debe tramitarse en primera instancia, de acuerdo con el numeral 2° del 

artículo 155 del CPACA. 

 

                                                           
1 Folios 20 a 29 correspondiente al conflicto de competencia.  
2 Folios 7 y 8 correspondiente a la demanda.  
3 Folios 12 y 13 correspondiente a la demanda y, folio 2 del poder. 
4 Folios 13 a 15 correspondiente a la demanda.  
5 Folios 15 a 19 correspondiente a la demanda.  
6 Folios 21 y 22 correspondiente a la demanda.  
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6° Que la(s) decisión(es) demandada(s) se encuentra(n) debidamente allegada(s)7. 

 

De manera que, por reunir los requisitos establecidos en el artículo 162 del CPACA 

(modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021), en concordancia con el 

articulo 171 ibidem, se 

 

DISPONE 

 

1º Admítase la presente demanda instaurada por la Administradora Colombiana de 

Pensiones contra el señor Sarquis Gerardo Correa Lizarazo. 

   

2º Notifíquese personalmente la admisión de la demanda y córrase traslado de 

esta, por el término de treinta (30) días al señor Sarquis Gerardo Correa Lizarazo, 

de conformidad con lo establecido en el artículo 172 del CPACA, para que proceda 

a contestar, con el lleno de los requisitos de que trata el artículo 175 ibidem, 

modificado por el artículo 37 de la Ley 2080 de 2021. 

 

Prevéngasele para que allegue con la contestación la totalidad de las pruebas que 

se encuentren en su poder y que pretenda hacer valer como tales; la omisión de 

dicha carga constituirá falta gravísima.  

 

De igual manera, adviértase que conforme a lo previsto en el numeral 7° del artículo 

175 del CPACA, modificado por el artículo 37 de la Ley 2080 de 2021, el accionado 

y su apoderado suministrarán, a este Despacho y a la entidad demandante, el 

correo electrónico, medio tecnológico o canal digital, elegido por esta y por el 

apoderado, para recibir notificaciones. Además, a través de este deberán remitir un 

ejemplar del escrito de contestación de la demanda a la parte accionante, 

circunstancia que acreditarán con el mensaje de datos o correo electrónico que 

remitan a esta sede judicial. 

 

3º Notifíquese personalmente la admisión de la demanda y córrase traslado de 

esta, por el término de treinta (30) días al (a) (la) señor(a) Director(a) de la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en los términos de los artículos 612 de la 

Ley 1564 de 2012 y 199 del CPACA. 

 

4º Notifíquese personalmente la admisión de la demanda y córrase traslado de 

esta, por el término de treinta (30) días al (a) (la) señor(a) Procurador(a) Judicial, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 172 del CPACA. 

                                                           
7 Folios 30 a 36 correspondiente a los anexos de la demanda.  
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5º Para los efectos de surtir las notificaciones anotadas en los numerales anteriores, 

acátese lo dispuesto en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de 

la Ley 2080 de 2021. 

 

6º Se exhorta a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

7° Se reconoce personería al abogado José Octavio Zuluaga Rodríguez, portador 

de la TP 98.660 del C. S. de la J., como apoderado de la Administradora Colombiana 

de Pensiones - Colpensiones, según poder que obra a folio 2 del expediente. 

 

Se acepta la sustitución que del poder hace el doctor José Octavio Zuluaga 

Rodríguez, al abogado Carlos Duván González Castillo, portador de la TP 259.287 

del C. S. de la J., quien se tendrá como apoderado de la citada entidad8. 

 

Téngase al doctor Andrés Zahir Carrillo Trujillo, portador de la TP 267.746 del C. S. 

de la J., como apoderado de Colpensiones, de acuerdo a la sustitución de poder 

obrante a folio 28 del informativo. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

JUEZ 

 

 GAP 

 

Firmado Por: 

 

GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUEZ  

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE LA 

CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-BOGOTÁ, D.C. 

 

Este documento fue generado con firma 

electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: dde5f4b168de0a4ff3a3727fc18c8eb65e69f9ed1faa8bbda6ab3db62827d6cc 

                                                           
8 Folio 1 correspondiente a la demanda. 

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 

CIRCUITO DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica 

a las partes la providencia anterior, hoy 28 de junio de 

2021 a las 8:00 am. 
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA                                                                                                                                                                                                                                                          

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020201800168  00 

DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES 

DEMANDADO: FLORENTINO ARISTIDES BELTRÁN GÓMEZ 

 

I. ASUNTO 

Vencido el término de traslado, el Despacho procede a pronunciarse respecto de la 

solicitud de medida cautelar presentada por la apoderada de la entidad accionante1. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

La Administradora Colombiana de Pensiones solicita la suspensión provisional de 

los actos administrativos que se demandan, esto es, Resoluciones GNR 167631 de 

09 de junio de 2016 y SUB 66796 de 16 de mayo de 2017, toda vez que 

aparentemente reconoció una pensión especial de vejez por actividades de alto 

riesgo al accionante, sin cumplir los requisitos del Decreto 2090 de 2003 y circular 

interna 15 de 22 de junio de 2015. 

 

Una vez notificada la medida cautelar, el apoderado del señor Florentino Aristides 

Beltrán Gómez se opuso al decreto de esta2, dentro del término estipulado para el 

efecto. 

 

III. CONSIDERACIONES 

 

En lo concerniente a las medidas cautelares el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA) regula el tema de la 

siguiente manera:   

 

                                                           
1 Folios 1 y 2 correspondiente a la medida cautelar. 
2 Folios 7 a 12 correspondiente a la medida cautelar. 
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Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el 
auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de 
parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente decretar, en 
providencia motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para 
proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de 
la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo.  
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
[…] 
 
Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las medidas 
cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión, 
y deberán tener relación directa y necesaria con las pretensiones de la demanda. 
Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente podrá decretar una o varias de las 
siguientes medidas:  
 
1. Ordenar que se mantenga la situación, o que se restablezca al estado en que 
se encontraba antes de la conducta vulnerante o amenazante, cuando fuere 
posible. 
 
2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de carácter 
contractual. A esta medida solo acudirá el Juez o Magistrado Ponente cuando 
no exista otra posibilidad de conjurar o superar la situación que dé lugar a su 
adopción y, en todo caso, en cuanto ello fuere posible el Juez o Magistrado 
Ponente indicará las condiciones o señalará las pautas que deba observar la 
parte demandada para que pueda reanudar el procedimiento o actuación sobre 
la cual recaiga la medida.  
 
3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo.  
 
4. Ordenar la adopción de una decisión administrativa, o la realización o 
demolición de una obra con el objeto de evitar o prevenir un perjuicio o la 
agravación de sus efectos.  
 
5. Impartir órdenes o imponerle a cualquiera de las partes del proceso 
obligaciones de hacer o no hacer. 
 
[…]. 
 
Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se 
pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus 
efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o 
en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del 
análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores 
invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 
Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la 
indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la 
existencia de los mismos.  
 
[…]. [Subrayas y negrillas fuera del texto original]  

  

De las normas transcritas, en su parte pertinente, se colige que la suspensión 

provisional de los efectos de los actos administrativos procederá cuando (i) exista 

violación de las normas invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en 

escrito separado; (ii) tal violación surja del análisis del acto demandado y su 
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confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de 

las pruebas allegadas y (iii) se pruebe sumariamente la existencia de los perjuicios, 

siempre que se solicite el restablecimiento del derecho y la indemnización de 

perjuicios. 

 

Respecto del alcance y forma de aplicación de los requisitos contenidos en el 

artículo 231 del CPACA, el Consejo de Estado ha sostenido que: 

 

[…] 2°) La procedencia de la suspensión provisional de los efectos de un acto 
que se acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las disposiciones 
invocadas, surge, es decir, si aparece presente, desde esta instancia procesal 
- cuando el proceso apenas comienza -, como conclusión del: i) análisis del 
acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas 
como violadas, o, ii) del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. El 
panorama que presenta el CPACA contiene una variación significativa en la 
regulación de esta figura jurídico - procesal de cara al anterior ordenamiento 
en cuanto que ahora, la norma da apertura y autoriza al juez administrativo 
para que desde este momento procesal en aras de estimar si procede 
suspender provisionalmente los efectos del acto puede: 1°) realizar análisis 
entre el acto y las normas invocadas como transgredidas, y 2°) estudiar las 
pruebas allegadas con la solicitud [...]3 

 
[…] Es decir, con el CPACA desapareció el calificativo de “manifiesta” que 
caracterizaba a la infracción normativa que hacía procedente la suspensión 
provisional mientras rigió el CCA.  En su lugar, el juez actualmente emprende 
un análisis del acto demandado, a partir de su confrontación con las normas 
invocadas por el actor como violadas y las pruebas aportadas por el mismo 
para sustentar su solicitud, lo que a juicio de la Sala puede involucrar, por un 
lado, la integración de principios y valores constitucionales identificables con 
el caso concreto y, por otro, la consulta de la jurisprudencia que se ha 
ocupado de la constitucionalidad de las normas invocadas o que ha sentado 
lineamientos sobre la interpretación que debe dárseles. 

 
De modo que el CPACA le otorga al juez administrativo un papel más 
dinámico en el decreto de esta medida cautelar, y lo releva de cualquier 
responsabilidad derivada que lo puede llevar incluso a efectuar un juicio de 
legalidad del acto administrativo anticipado, en tanto que la norma establece 
que no implicará prejuzgamiento -como bien lo advierte el artículo 229 ibídem- 
porque la decisión de suspender o de no suspender los efectos del acto 
administrativo no se vuelve inmutable, sino que, por el contrario, los 
elementos de juicio de carácter normativo y probatorio que continúen 
arrimándose por las partes al proceso en sus etapas posteriores podrían 
devenir en una decisión distinta al proferir sentencia […]4 

 
Pues es precisamente esa posibilidad de dejar sin efecto temporal la norma, 
el objeto de la denominada “suspensión provisional”. Hoy en día el artículo 
229 del CPACA consagra la medida en comento exigiendo una "petición de 
parte debidamente sustentada", y el 231 impone como requisito la "(…) 
violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que 
se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto 
demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como 

                                                           
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, septiembre 3 de 2014, radicado 11001-03-28-
000-2014-00022-00. Mag. Susana Buitrago Valencia. 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, septiembre 18 de 2014, radicado 11001-03-28-

000-2014-00089-00. Mag Alberto Yepes Barreiro. 
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violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud". Entonces, 
las disposiciones precisan que la medida cautelar i) se debe solicitar con 
fundamento en el mismo concepto de violación de la demanda, o en lo que el 
demandante sustente al respecto en escrito separado o en la misma 
demanda, pero en todo caso que sea específica y propia para la procedencia 
de la medida excepcional, o una expresa remisión a que el apoyo de la medida 
se soporta en el concepto de violación y ii) al resolver se debe indicar si la 
violación de las disposiciones invocadas surge de la confrontación entre el 
acto demandado y las normas superiores invocadas como violadas o del 
estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. De esta manera, el cambio 
sustancial respecto al régimen del anterior Código Contencioso Administrativo 
radica en que, a la luz del artículo 231 del nuevo CPACA, el operador judicial 
puede analizar la transgresión bien sea con la confrontación entre el acto y 
las normas superiores invocadas o con el estudio de las pruebas allegadas 
con la solicitud, sin que ello implique prejuzgamiento.5 

   

El estudio de la procedencia de la suspensión de los efectos de los actos 

administrativos tiene un amplio margen de discrecionalidad que exige del juez una 

valoración que tenga en cuenta: (i) la necesidad de la medida cautelar; (ii) la 

distinción entre el objeto del proceso y el objeto de la medida cautelar; (iii) el impacto 

de la medida cautelar en los derechos de quienes pueden verse afectados y (iv) la 

garantía del debido proceso de la parte contra quien se solicita la medida cautelar.  

 

De lo precedente surge con claridad que, para determinar la ilegalidad de los actos 

administrativos impugnados, es necesario entrar al estudio de fondo de la 

controversia, por lo que se tendría que analizar si efectivamente el reconocimiento 

de la pensión de vejez al beneficiario se realizó bajo un régimen especial que no era 

aplicable, tal como lo afirma la entidad y, por ende, transgrede las normas invocadas 

como violadas; de igual forma, los medios de prueba que sustentan las 

circunstancias fácticas de las cuales habla el líbelo demandatorio no son suficientes, 

para configurar verdaderos y serios elementos de juicio que lleven al 

convencimiento del juzgador que los actos administrativos están viciados de 

nulidad.  

 

Para el caso en concreto, el Despacho no observa que haya violación de la ley por 

confrontación directa, pues, aunque la apoderada de la parte demandante expone 

la situación que le aconteció a su poderdante, no hace un análisis de la 

confrontación de las normas superiores constitucionales que considera fueron 

violadas con los actos administrativos acusados, no cumpliendo así con uno de los 

requisitos de procedencia para decretar la medida cautelar.    

                                                                                                                                                                                                                                                                                    

                                                           
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, octubre 27 de 2014, radicado 11001-03-28-000-
2014-00100-00. Mag. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. 
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Así las cosas, la suscrita juez evidencia que no están dados los requisitos del 

artículo 231 del CPACA para decretar la suspensión provisional de las Resoluciones 

GNR 167631 de 09 de junio de 2016 y SUB 66796 de 16 de mayo de 2017, sumado 

a que, para determinar la ilegalidad de los actos administrativos demandados, 

también es necesario entrar al estudio de fondo de la controversia, para lo cual se 

deberán decretar las pruebas necesarias, comoquiera que las que soportan las 

circunstancias fácticas no son suficientes para establecer si estuvo bien sustentada 

la decisión proferida por la entidad accionante.           

 

Bajo las anteriores consideraciones, se negará la solicitud de suspensión 

provisional; en consecuencia, el Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del 

Circuito de Bogotá,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Negar la solicitud de suspensión provisional de los efectos de los 

actos administrativos acusados, por las razones expuestas en la parte motiva de 

este auto. 

 

SEGUNDO: Reconocer personería al doctor Nelson Alberto Triviño Cano, quien se 

identifica con la TP 244.971 del C. S. de la J., como apoderado del accionado, de 

conformidad con el poder visible a folio 111 del expediente. 

 

TERCERO: Advertir a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el 

Consejo Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, 

cualquier solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al 

correo electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.      

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

JUEZ 

GAP 

 

mailto:admin20bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Firmado Por: 

 

GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUEZ  

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-BOGOTÁ, D.C. 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a 
las partes la providencia anterior, hoy 28 de junio de 2021 
a las 8:00 am. 



JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

  
 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020201800430 00 

DEMANDANTE: COLPENSIONES  

DEMANDADO: LUZ YANETH GÚZMAN MURILLO  

 

Obedézcase y cúmplase lo dispuesto por el Consejo Superior de la Judicatura – 

Sala Jurisdiccional Disciplinaria que, en providencia de 12 de febrero de 2020, 

dirimió el conflicto de competencia suscitado y le asignó el conocimiento del 

presente asunto a esta jurisdicción, quien deberá continuar con su trámite.  

 

Ahora bien, cabe recordar que, mediante auto de 26 de octubre de 20181, el 

Despacho admitió la demanda de la referencia y se ordenó la notificación a la 

demandada, señora Luz Yaneth Guzmán Murillo; sin embargo, a la fecha se observa 

que dicho trámite judicial se encuentra pendiente, por lo que, por Secretaría se 

procederá de manera inmediata a surtir la notificación del auto admisorio a la 

accionada.   

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del 

Circuito de Bogotá,  

 

DSIPONE 

 

PRIMERO. -  Obedézcase y cúmplase lo resuelto por el Consejo Superior de la 

Judicatura – Sala Jurisdiccional Disciplinaria que, en providencia de 12 de febrero 

de 2020, resolvió asignar la competencia para conocer del presente asunto a esta 

jurisdicción.  

 

SEGUNDO. -  Ordenar que por Secretaría se proceda de manera inmediata a surtir 

la notificación a la señora Luz Yaneth Guzmán Murillo, en los términos que fueron 

expresados en auto de 26 de octubre de 2018, mediante el cual se admite la 

demanda de la referencia.  

                                                           
1 Folio 60 del expediente.  



 

Expediente 110013335020201800430 00     

 
 

2 

 

Para lo anterior, se requerirá a la parte demandante, con el fin de que aporte en el 

término de tres (3) días hábiles, siguientes a la notificación de la presente 

providencia, la dirección electrónica de la demandada, para que se surta la 

notificación.  

 

De igual manera, adviértase que conforme a lo previsto numeral 7º, del artículo 175 

del CPACA, modificado por el artículo 37 de la Ley 2080 de 2021, el demandado y 

su apoderado suministrarán a este Despacho y a la parte demandante el correo 

electrónico, medio tecnológico o canal digital elegido por él y su apoderado para 

recibir notificaciones. Además, a través de este deberán remitir un ejemplar del 

escrito de la contestación de la demanda a la parte accionante, circunstancia que 

acreditarán con el mensaje de datos o correo electrónico que remitan a esta sede 

judicial.  

 

TERCERO. – Se exhorta igualmente a las partes que con ocasión a las medidas 

adoptadas por el Consejo Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del 

COVID-19 en el país, cualquier solicitud y radicación de memoriales, deberá 

remitirse únicamente al correo electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los 

Juzgados Administrativos de Bogotá, esto es, 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

CUARTO. - Se reconoce personería a la Dra. Angélica Cohen Mendoza, quien se 

identifica con la TP 102.786 del CS de la J, como apoderada de Colpensiones, de 

conformidad con los documentos visibles a folios 22-30 del expediente. Se acepta 

a la Dra. Lina María Posada López con T.P. 226.156 del CS de la J., como 

apoderada sustituta de la parte actora, conforme a la sustitución aportada a folio 

21 del expediente.   

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

(Firmada electrónicamente) 
GINA PAOLA MORENO ROJAS 

JUEZ 
PRV  

 

 

Firmado Por: 

 

GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO 
DE BOGOTÁ D. C. - SECCIÓN SEGUNDA 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notificó a las partes la 
providencia anterior, hoy 28 de junio de 2021 a las 8.00 A.M. 

 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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JUEZ  

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-BOGOTÁ, 

D.C. 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 

2364/12 

 

Código de verificación: 

8f5621653ad0e69f8a52d31f446548204441ee5bca323c9988da9e965883eaec 

Documento generado en 25/06/2021 12:31:29 p. m. 
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EJECUTIVO 

 

EXPEDIENTE 110013335020201800434  00 

DEMANDANTE: CARLOS ALFONSO CRUZ CASTAÑO 

DEMANDADO: SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE - SENA       

 

 
De la excepción propuesta por la entidad ejecutada mediante escrito que obra de 

folios 98 a 100 del informativo, el Despacho dispone correr traslado al ejecutante 

por el término de diez (10) días, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 

442 y 443 numeral 1º del Código General del Proceso (CGP). 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.   

 

La suscrita juez le reconoce personería a la doctora Ligia Milena Cucunubá Toloza, 

quien se identifica con la TP 277.430 del C. S. de la J., como apoderada del Servicio 

Nacional de Aprendizaje - Sena, de acuerdo con el poder visible a folio 101 del 

expediente. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 
Juez 

 
G.P. 
 

 

 

 

 

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a 
las partes la providencia anterior, hoy 28 de junio de 2021 
a las 8:00 am. 
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Código de verificación: 
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020201800565 00 

DEMANDANTE: 
UNIVERSIDAD DISTRITAL FRANCISCO JOSÉ DE 

CALDAS    

DEMANDADO: JOHN JERNÁN DÍAZ FORERO     

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, por ser la presente controversia un asunto de 

puro derecho que no requiere más elementos de prueba que los obrantes en el 

expediente, el Despacho dispone que este permanezca en secretaría por un 

término común de diez (10) días a disposición de las partes y del señor procurador 

judicial, para que las primeras formulen sus alegatos de conclusión y aquel rinda 

su concepto, si a bien lo tiene, por escrito.  

 

Vencido el término anterior, se dictará sentencia por escrito dentro de los 20 días 

siguientes, de acuerdo con el inciso final del artículo 181 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 
 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 

 

JJC 

                                                           
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020201900029 00 

DEMANDANTE: 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES 

– COLPENSIONES 

DEMANDADO: PABLO ELÍAS GONZÁLEZ MONGUI  

 

 

I. ASUNTO 

 

El Despacho procede a resolver la solicitud de medida cautelar presentada por la 

parte demandante en la demanda, visible a folios 1 a 6 del cuaderno de medida 

cautelar del expediente, previo los siguientes:  

 

II. ANTECEDENTES 

 

Colpensiones, por intermedio de apoderado judicial, presenta demanda en ejercicio 

el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, solicitando declarar 

la nulidad del acto administrativo contenido en la Resolución SUB 72642 de 15 de 

marzo de 2018, mediante la cual le reconoció al demandado una pensión de vejez, 

de conformidad con la Ley 797 de 2003, a partir del 1° de abril de 2018.   

 

En la solicitud de medida cautelar, Colpensiones manifiesta que, al momento de 

efectuar la liquidación de la pensión de vejez del demandado, a través de la 

Resolución SUB 72642 del 15 de marzo de 2018, cometió un error que generó un 

valor superior al que en derecho le corresponde al pensionado, razón por la cual no 

se ajusta a derecho.  

 

Enuncia que, una vez efectuado un nuevo estudio de la prestación, este arrojó como 

mesada pensional la suma de $5.499.362 y la que fue reconocida por $5.573.496, 

lo que genera una diferencia pagada de más al pensionado de $74.134 pesos 

mensuales.  
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Por otra parte, notificada la medida cautelar, el apoderado del señor Pablo Elías 

González Mongui se opuso al decreto de esta1. 

  

III. CONSIDERACIONES  

 

En lo concerniente a las medidas cautelares el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA) regula el tema de la 

siguiente manera:   

 

Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, 
el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a 
petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado 
Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que 
considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto 
del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en 
el presente capítulo.  
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
[…].  
 
Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las 
medidas cautelares podrán ser preventivas, conservativas, anticipativas o 
de suspensión, y deberán tener relación directa y necesaria con las 
pretensiones de la demanda. Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente 
podrá decretar una o varias de las siguientes medidas:  
 
1. Ordenar que se mantenga la situación, o que se restablezca al estado en 
que se encontraba antes de la conducta vulnerante o amenazante, cuando 
fuere posible. 
 
2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de 
carácter contractual. A esta medida solo acudirá el Juez o Magistrado 
Ponente cuando no exista otra posibilidad de conjurar o superar la situación 
que dé lugar a su adopción y, en todo caso, en cuanto ello fuere posible el 
Juez o Magistrado Ponente indicará las condiciones o señalará las pautas 
que deba observar la parte demandada para que pueda reanudar el 
procedimiento o actuación sobre la cual recaiga la medida.  
 
3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo.  
 
4. Ordenar la adopción de una decisión administrativa, o la realización o 
demolición de una obra con el objeto de evitar o prevenir un perjuicio o la 
agravación de sus efectos.  
 
5. Impartir órdenes o imponerle a cualquiera de las partes del proceso 
obligaciones de hacer o no hacer. 
 

[…]. 

 
 

                                                           
1 Folios 12-13 del cuaderno de medida del expediente.  
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Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 
se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional 
de sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la 
demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal 
violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las 
normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el 
restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá 
probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos.  

    

  […]. [Subrayas y negrillas fuera del texto original] 

  

De las normas transcritas, en su parte pertinente, se colige que la suspensión 

provisional de los efectos de los actos administrativos procederá cuando (i) exista 

violación de las normas invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en 

escrito separado; (ii) tal violación surja del análisis del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de 

las pruebas allegadas y (iii) se pruebe sumariamente la existencia de los perjuicios, 

siempre que se solicite el restablecimiento del derecho y la indemnización de 

perjuicios. 

 

Respecto del alcance y forma de aplicación de los requisitos contenidos en el 

artículo 231 del CPACA, el Consejo de Estado ha sostenido que: 

 

[…] 2°) La procedencia de la suspensión provisional de los efectos de un 
acto que se acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las 
disposiciones invocadas, surge, es decir, si aparece presente, desde esta 
instancia procesal - cuando el proceso apenas comienza -, como conclusión 
del: i) análisis del acto demandado y su confrontación con las normas 
superiores invocadas como violadas, o, ii) del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud. El panorama que presenta el CPACA contiene 
una variación significativa en la regulación de esta figura jurídico - procesal 
de cara al anterior ordenamiento en cuanto que ahora, la norma da apertura 
y autoriza al juez administrativo para que desde este momento procesal en 
aras de estimar si procede suspender provisionalmente los efectos del acto 
puede: 1°) realizar análisis entre el acto y las normas invocadas como 
transgredidas, y 2°) estudiar las pruebas allegadas con la solicitud [...]2 
 
[…] Es decir, con el CPACA desapareció el calificativo de “manifiesta” que 
caracterizaba a la infracción normativa que hacía procedente la suspensión 
provisional mientras rigió el CCA.  En su lugar, el juez actualmente 
emprende un análisis del acto demandado, a partir de su confrontación con 
las normas invocadas por el actor como violadas y las pruebas aportadas 
por el mismo para sustentar su solicitud, lo que a juicio de la Sala puede 
involucrar, por un lado, la integración de principios y valores constitucionales 
identificables con el caso concreto y, por otro, la consulta de la jurisprudencia 

                                                           
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, septiembre 3 de 2014, radicado 
11001-03-28-000-2014-00022-00. Mag. Susana Buitrago Valencia. 
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que se ha ocupado de la constitucionalidad de las normas invocadas o que 
ha sentado lineamientos sobre la interpretación que debe dárseles. 
De modo que el CPACA le otorga al juez administrativo un papel más 
dinámico en el decreto de esta medida cautelar, y lo releva de cualquier 
responsabilidad derivada que lo puede llevar incluso a efectuar un juicio de 
legalidad del acto administrativo anticipado, en tanto que la norma establece 
que no implicará prejuzgamiento -como bien lo advierte el artículo 229 
ibídem- porque la decisión de suspender o de no suspender los efectos del 
acto administrativo no se vuelve inmutable, sino que, por el contrario, los 
elementos de juicio de carácter normativo y probatorio que continúen 
arrimándose por las partes al proceso en sus etapas posteriores podrían 
devenir en una decisión distinta al proferir sentencia […]3 

 
Pues es precisamente esa posibilidad de dejar sin efecto temporal la norma, el 
objeto de la denominada “suspensión provisional”. Hoy en día el artículo 229 del 
CPACA consagra la medida en comento exigiendo una "petición de parte 
debidamente sustentada", y el 231 impone como requisito la "(…) violación de 
las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en 
escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 
confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio 
de las pruebas allegadas con la solicitud". Entonces, las disposiciones precisan 
que la medida cautelar i) se debe solicitar con fundamento en el mismo concepto 
de violación de la demanda, o en lo que el demandante sustente al respecto en 
escrito separado o en la misma demanda, pero en todo caso que sea específica 
y propia para la procedencia de la medida excepcional, o una expresa remisión 
a que el apoyo de la medida se soporta en el concepto de violación y ii) al resolver 
se debe indicar si la violación de las disposiciones invocadas surge de la 
confrontación entre el acto demandado y las normas superiores invocadas como 
violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. De esta manera, 
el cambio sustancial respecto al régimen del anterior Código Contencioso 
Administrativo radica en que, a la luz del artículo 231 del nuevo CPACA, el 
operador judicial puede analizar la transgresión bien sea con la confrontación 
entre el acto y las normas superiores invocadas o con el estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud, sin que ello implique prejuzgamiento.4 

 

El estudio de la procedencia de la suspensión de los efectos de los actos 

administrativos tiene un amplio margen de discrecionalidad que exige del juez una 

valoración que tenga en cuenta: (i) la necesidad de la medida cautelar; (ii) la 

distinción entre el objeto del proceso y el objeto de la medida cautelar; (iii) el impacto 

de la medida cautelar en los derechos de quienes pueden verse afectados y (iv) la 

garantía del debido proceso de la parte contra quien se solicita la medida cautelar.  

 

De lo precedente surge con claridad que, para determinar la ilegalidad del acto 

administrativo impugnado, es necesario entrar al estudio de fondo de la 

controversia, por lo que se tendría que analizar si efectivamente el reconocimiento 

de la pensión de vejez al beneficiario se realizó con base en una liquidación 

equivocada o no, como lo considera la parte actora, por ende, es necesario efectuar 

                                                           
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, septiembre 18 de 2014, radicado 
11001-03-28-000-2014-00089-00. Mag Alberto Yepes Barreiro. 
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, octubre 27 de 2014, radicado 
11001-03-28-000-2014-00100-00. Mag. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez. 
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un amplio análisis en torno a las normas que se invocan como transgredidas y el 

material probatorio que se encuentra aportado al proceso y que, eventualmente 

pueda ser allegado por la parte demandante, así como también los que se puedan 

solicitar oficiosamente si así lo considera el Despacho para la verificación y certeza 

de los hechos; labor que solo pude lograrse en una etapa procesal posterior y hacen 

improcedente la adopción de una medida como la solicitada.  

 

Por consiguiente, resulta necesario entrar al estudio de fondo de la controversia y 

decretar las pruebas necesarias, comoquiera que las que soportan las 

circunstancias fácticas no son suficientes para establecer si estuvo bien sustentada 

la decisión proferida por la entidad accionante.           

 

De igual forma, se tiene que lo aquí debatido versa sobre un asunto meramente 

pensional en la cual se ven involucrados derechos fundamentales e irrenunciables 

que, ante una posible o eventual modificación, reforma o privación del derecho 

pensional del demandado, se hace necesario que primero se fundamente y se 

decida lo pretendido una vez se curse de forma completa el debate que ahora se 

propone en ejercicio del presente medio de control, para evitar causar un perjuicio 

irremediable al pensionado.  

 

Así las cosas, observa el Despacho que no están dados los requisitos del artículo 

231 del CPACA para decretar la suspensión provisional de la Resolución SUB72642 

del 15 de marzo de 2018, en consecuencia, se negará la solicitud de medida 

cautelar presentada.  

 

Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del 

Circuito de Bogotá, 

RESUELVE 

                                                                                                                                                                                                                                                      

PRIMERO: Negar la solicitud de suspensión provisional de los efectos del acto 

administrativo contenido en la Resolución SUB 72642 de 15 de marzo de 2018, por 

las razones expuestas en la parte motiva del presente auto.  

 

SEGUNDO: Advertir a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el 

Consejo Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, 

cualquier solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al 
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correo electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

de Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.      

 
 

Notifíquese y Cúmplase 

 
(Firmada electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 
JUEZ 

 
PRV 

   
 

 

Firmado Por: 

 

GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUEZ  

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-BOGOTÁ, 

D.C. 
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020201900339 00 

DEMANDANTE: CUSTODIA MORENO VELASQUEZ  

DEMANDADO: FONCEP  

 

 

I. ASUNTO 

 

Procede la suscrita juez a decidir el recurso de reposición presentado por el 

apoderado judicial de la parte demandante contra el auto de 30 de octubre del 2020, 

mediante el cual se resuelve declarar probada la excepción previa de falta de 

jurisdicción. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

2.1 Auto recurrido  

 

Por medio de auto de 30 de octubre de 2020, el Despacho ordenó declarar la falta 

de jurisdicción para conocer del presente asunto, comoquiera que el señor José 

Joaquín Moreno se encontraba vinculado con la entidad pública mediante contrato 

de trabajo y no en virtud de una relación legal y reglamentaria, por lo que, la 

competencia la tiene la jurisdicción ordinaria laboral.  

 

2.1 Recurso de reposición 

 

El demandante, por intermedio de apoderado, interpuso recursos de reposición y en 

subsidio de apelación contra el proveído referido en el acápite precedente, 

argumentando que, si bien el causante era un trabajador oficial, lo cierto es que 

quien lo pensionó y emitió el acto administrativo acusado es una entidad estatal, de 

carácter público, controversia que, conforme al Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA) le corresponde resolver 

al juez administrativo.  
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III. CONSIDERACIONES 

 

Sobre la procedencia de los recursos interpuestos cabe advertir que lo fueron en 

vigencia del Decreto 806 de 4 de junio de 2020, que en su artículo 12 establece:  

 

ARTÍCULO  12. Resolución de excepciones en la jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. De las excepciones presentadas se correrá 
traslado por el término de tres (3) días en la forma regulada en el artículo 
112 del Código General del Proceso, o el que lo sustituya. En este término, 
la parte demandante podrá pronunciarse sobre ellas y, si fuere el caso, 
subsanar los defectos anotados en las excepciones previas. 
  
Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los 
artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. Cuando se 
requiera la práctica de pruebas a que se refiere el inciso segundo del artículo 
101 del citado código, el juzgador las decretará en el auto que cita a la 
audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí mismo, resolverá 
las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión. 
  
Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta 
de legitimación en la causa y prescripción extintiva, se tramitarán y decidirán 
en los términos señalados anteriormente. 
  
La providencia que resuelva las excepciones mencionadas deberá ser 
adoptada en primera instancia por el juez, subsección, sección o sala de 
conocimiento. Contra esta decisión procederá el recurso apelación, el 
cual será resuelto por la subsección, sección o sala del tribunal o Consejo 
de Estado. Cuando esta decisión se profiera en única instancia por los 
tribunales y Consejo de Estado se decidirá por el magistrado ponente y será 
suplicable. (Subrayado y negrilla fuera del texto).  

 

Por consiguiente, no es posible para el Despacho resolver de fondo el recurso de 

reposición interpuesto, por cuanto al tenor de la citada normativa, resulta 

improcedente.  

 

Ahora bien, en cuanto al recurso de apelación, se tiene que fue presentado dentro 

del término oportuno, dado que el auto apelado de 30 de octubre de 2020, fue 

notificado por estado electrónico el 13 de noviembre del mismo año y, el recurso fue 

allegado a través de correo electrónico el 20 de noviembre de 2021, como consta a 

folio 176 del expediente. 

 

En consecuencia, se concede el recurso de apelación ante el superior en el efecto 

suspensivo, por evidenciarse que el mismo fue presentado dentro de la oportunidad 

legal correspondiente conforme lo señala el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011.  
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Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del 

Circuito de Bogotá, 

 

RESUELVE 

                                                                                                                                                                                                                                                      

PRIMERO: Rechazar por improcedente el recurso de reposición presentado contra 

el auto de 30 de octubre de 2020, por las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia.   

 

SEGUNDO: Conceder el recurso de apelación interpuesto contra el auto de 30 de 

octubre de 2020 ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en el efecto 

suspensivo, conforme con lo dispuesto en las consideraciones de este proveído. 

 

TERCERO: Remitir el expediente de inmediato una vez ejecutoriada la presente 

decisión.  

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

 

 
(Firmada electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 
JUEZ 

 
PRV 
   

 

 

Firmado Por: 

 

GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUEZ  

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-BOGOTÁ, 

D.C. 
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conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá, veinticuatro (24) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 
EJECUTIVO 

 

EXPEDIENTE: 110013335020201900499  00 

DEMANDANTE: MIRYAM BÁEZ BASTO 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES DEL MAGISTERIO 

 

 

La señora Myriam Báez Basto, a través de apoderado judicial, presentó demanda 

ejecutiva contra la Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, el 27 de noviembre de 20191, en la que 

solicita: 

 

1. LIBRAR MANDAMIENTO EJECUTIVO DE PAGO a favor de la señora 
MYRIAM BAEZ BASTO y en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO REGIONAL BOGOTÁ, por las siguientes 
sumas de dinero: 
 

1.1. Por la suma de DIEZ MILLONES NOVECIENTOS VEINTINUEVE MIL 
CUATROCIENTOS OCHENTA Y CUATRO PESOS M/CTE. 
($10.929.484 M/Cte.), valor que corresponde a lo ordenado en las 
sentencias judiciales proferidas por el Juzgado 20 Administrativo del 
Circuito Judicial de Bogotá D.C., y el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Segunda; que se encuentran debidamente 
ejecutoriadas y notificadas desde el 15 de junio de 2018. De 
conformidad con el inciso 2 del artículo 192 del C.P.A.C.A., esta suma 
deberá ser actualizada hasta que se verifique el pago de la misma, de 
conformidad con la siguiente liquidación: 

 
[…] 
  
1.2. Por la suma de CIENTO CINCO MIL TRESCIENTOS PESOS, M/CTE 

($105.300 M/Cte.), por concepto de la liquidación de costas y agencias 
en derecho. 

 
1.3. Por los intereses moratorios causados desde el 16 de junio de 2018, día 

siguiente al que fue notificada y ejecutoriada la sentencia judicial 
proferida por el Juzgado 20 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá D.C., y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección 
Segunda y hasta la fecha en que se haga efectivo el pago, de la 
prestación económica reconocida. 

 

Mediante auto de 24 de julio de 20202, el Despacho dispuso: 

                                                           
1 Folio 58. 
2 Folios 104 a 107. 
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PRIMERO: LIBRAR MANDAMIENTO DE PAGO en favor de la señora 
MYRIAM BÁEZ BASTO, identificada con cédula de ciudadanía No. [sic] 
37.792.077 de Bucaramanga (Santander), y en contra de la NACIÓN – 
MNISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, en los siguientes términos: 
 
1.- Por la suma de DIEZ MILLONES NOVECIENTOS VEINTINUEVE MIL 
CUATROCIENTOS OCHENTA Y CUATRO PESOS M/CTE ($10.929.484), 
que corresponde a lo ordenado (según liquidación anexa) en los fallos 
judiciales de 11 de octubre de 2017 y 24 de mayo de 2018, dictados por este 
Juzgado y el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca, respectivamente, 
debidamente ejecutoriados el 15 de junio de 2018. 
 
2.- Por la suma de CIENTO CINCO MIL TRESCIENTOS PESOS, M/CTE 
($105.300), correspondiente a la liquidación de la condena en costas 
impuesta a la entidad accionada. 
 
3.- Por los intereses moratorios causados en el transcurso de los tres (3) 
primeros meses, contados desde el momento en que cobraron ejecutoria las 
sentencias (16 de junio al 16 de septiembre de 2018), y reanudados a partir 
del 27 de diciembre de 2018, día siguiente a la radicación de la solicitud de 
cumplimiento de los fallos, hasta la fecha en que se realice el pago total de la 
obligación, en los términos del artículo 192 del C.P.A.C.A. 

 
Una vez notificado el auto que ordenó librar mandamiento ejecutivo3, la entidad 

ejecutada guardó silencio. 

 

Así las cosas, como quiera que la demanda ejecutiva no fue contestada y, por ende, 

no se propusieron excepciones de mérito, en aplicación de lo previsto en el inciso 

segundo del artículo 440 del Código General del Proceso, la suscrita juez ordenará 

seguir adelante con la ejecución para el cumplimiento del pago de las sumas de 

dinero contenidas en el título base de la litis. 

 

Por lo anterior, practíquese la liquidación del crédito conforme con el artículo 446 

ibidem, teniendo en cuenta lo dispuesto en la parte motiva. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del Circuito 

de Bogotá, 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: Seguir adelante con la ejecución en la forma y términos indicados en el 

titulo ejecutivo, esto es, las sentencias proferidas por este Despacho el 11 de 

octubre de 2017 y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – sección segunda 

– subsección “D” el 24 de mayo de 2018 y en el auto que libró mandamiento 

                                                           
3 Folios 108 a 111. 
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ejecutivo de pago de 24 de julio de 2020, de conformidad con lo manifestado en la 

parte motiva de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 446 del Código General 

del Proceso, las partes deberán presentar la liquidación del crédito. 

 
TERCERO: Por secretaría expedir las copias a las que hace referencia el artículo 

114 ibidem. 

 
CUARTO: Ejecutoriado este auto, vuelva el expediente al Despacho para lo 

pertinente.  

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 
JUEZ 

 
PVC 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUEZ  

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-BOGOTÁ, D.C. 
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020201900514 00 

DEMANDANTE: LEONOR URREGO JIMÉNEZ 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA SA 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, por ser la presente controversia un asunto de 

puro derecho que no requiere más elementos de prueba que los obrantes en el 

expediente, el Despacho dispone que este permanezca en secretaría por un término 

común de diez (10) días a disposición de las partes y del señor procurador judicial, 

para que las primeras formulen sus alegatos de conclusión y aquel rinda su 

concepto, si a bien lo tiene, por escrito.  

 

Vencido el término anterior, se dictará sentencia por escrito dentro de los 20 días 

siguientes, de acuerdo con el inciso final del artículo 181 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 

 

GAP 

                                                           
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020201900529 00 

DEMANDANTE: MARÍA ROSA RAMÍREZ MORENO         

DEMANDADO: 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA SA       

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, por ser la presente controversia un asunto de 

puro derecho que no requiere más elementos de prueba que los obrantes en el 

expediente, el Despacho dispone que este permanezca en secretaría por un 

término común de diez (10) días a disposición de las partes y del señor procurador 

judicial, para que las primeras formulen sus alegatos de conclusión y aquel rinda 

su concepto, si a bien lo tiene, por escrito.  

 

Vencido el término anterior, se dictará sentencia por escrito dentro de los 20 días 

siguientes, de acuerdo con el inciso final del artículo 181 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 
(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 

 

                                                           
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020201900544 00 

DEMANDANTE: VÍCTOR JULIO QUINTERO SUÁREZ   

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA SA 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, por ser la presente controversia un asunto de 

puro derecho que no requiere más elementos de prueba que los obrantes en el 

expediente, el Despacho dispone que este permanezca en secretaría por un 

término común de diez (10) días a disposición de las partes y del señor procurador 

judicial, para que las primeras formulen sus alegatos de conclusión y aquel rinda 

su concepto, si a bien lo tiene, por escrito.  

 

Vencido el término anterior, se dictará sentencia por escrito dentro de los 20 días 

siguientes, de acuerdo con el inciso final del artículo 181 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 
(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 

 

                                                           
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

REFERENCIA: 110013335020201900546  00 

DEMANDANTE: LINA GIOVANNA LOAIZA ROJAS     

DEMANDADO: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 

SUR ESE 

 

El Despacho examina el presente medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho y observa lo siguiente: 

 

a) La actora no anexó prueba del adelantamiento del trámite previsto en el artículo 

161, numeral 1º, del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA), vigente para la fecha en que se incoó la demanda, 

respecto del restablecimiento del derecho reclamado, por lo tanto, deberá allegar la 

constancia correspondiente, de conformidad con la citada norma. 

 

b) Aunado a lo anterior, en los términos del artículo 166 del CPACA, la parte 

demandante debe aportar como anexo de la demanda “[c]opia del acto acusado, 

con las constancias de su publicación, comunicación, notificación o ejecución, 

según el caso”, no obstante, en el expediente no obra la notificación de los Oficios 

OJU-E-2488-2018 de 4 de septiembre de 2018 y OJU-E-2132-2018 de 31 de julio 

del mismo año, actos cuestionados en el asunto de la referencia. 

 

En mérito de lo expuesto se,  

DISPONE 

 

1.- Inadmitir la demanda instaurada por la señora Lina Giovanna Loaiza Rojas 

contra la Subred Integrada de Servicios de Salud Sur ESE.  

 

2.- Conceder el término de diez (10) días, para que se subsane lo indicado, en 

atención a lo dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
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3.- Reconocer personería al doctor Javier Sabogal Torres, identificada con la TP 

197.575 del C. S. de la J., como apoderado de la actora, de conformidad con el 

poder visible a folio 187 de los anexos del expediente digital. 

 

4.- Advertir a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 
Notifíquese y cúmplase 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

JUEZ 

JJC 
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

    
Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

REFERENCIA: 110013335020202000016  00 

DEMANDANTE: HELENA FEO CHIMBY 

DEMANDADO: 
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 
LA PROTECCIÓN SOCIAL (UGPP) 

 

I. ASUNTO 

 

Procede el Despacho a pronunciarse sobre las pruebas aportadas al plenario y fijar 

el litigio correspondiente, en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 42 de la 

Ley 2080 de 20211, que le adicionó el artículo 182A al Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), teniendo en cuenta 

los siguientes:  

  

II. ANTECEDENTES 

 

2.1. Demanda 

 

La señora Helena Feo Chimby, por conducto de apoderada judicial, en ejercicio del 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho2, demandó a la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social, en adelante UGPP, con el objeto de que se acceda a las siguientes 

pretensiones: 

 

 Declarar la nulidad de las Resoluciones RDP 00292236 de 27 de septiembre y 

034626 de 18 de noviembre, ambas de 2019, por las cuales la UGPP negó la 

reliquidación de la pensión de jubilación de la demandante.  

  

 A título de restablecimiento del derecho, se ordene a la entidad demandada 

(i) reajustar la pensión de la actora en aplicación de la sentencia de 

unificación proferida por el Consejo de Estado el 28 de agosto de 2018; (ii) 

                                                 
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
2 Folios 1 a 9. 
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que se reconozca y pague la indexación de la primera mesada pensional; y 

(iii) dar cumplimiento al fallo en los términos de los artículos 187 y 192 del 

CPACA. 

 

2.2 Contestación de UGPP3. Por intermedio de apoderada, contestó la demanda en 

tiempo, oportunidad en la que propuso las excepciones previas de falta de 

integración de litisconsorcio necesario y/o llamamiento en garantía y prescripción.  

 

2.3 Por auto del 23 de abril de 2021, se resolvieron las excepciones propuestas4.  

 

III. CONSIDERACIONES 

 

3.1. Fijación del litigio 

 

De conformidad con la demanda y las contestaciones a esta, se procederá a 

relacionar los hechos jurídicamente relevantes, frente a los que no existe 

controversia, con el fin de fijar el litigio, lo que, posteriormente, permitirá el 

pronunciamiento sobre las pruebas. 

 

3.1.1 Hechos  

 

1) La señora Helena Feo Chimby nació el 3 de abril de 1934. 

 

2) La actora laboró al servicio de la Registraduria Nacional del Estado Civil desde el 

15 de marzo de 1976 hasta el 30 de diciembre de 1995. 

 

3) Mediante Resolución 13018 de 15 de noviembre de 1995, la desaparecida Caja 

Nacional de Previsión Social EICE (Cajanal), hoy UGPP, le reconoció pensión de 

vejez a la demandante, efectiva a partir del retiro definitivo. 

 

4) Por medio de Resolución 3048 de 19 de marzo de 1996, la liquidada Cajanal 

modificó el acto administrativo referido en precedencia y ordenó el pago de la pensión 

concedida con efectos a partir del 1º de abril de 1994.  

 

                                                 
3 Folios. 72 a 75. 
4 Folios. 106 a 110. 
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5) A través de Resolución 3427 de 18 de diciembre de 1996, la extinguida Cajanal 

modificó la cuantía de la mesada pensional reconocida, la cual se mantuvo en 

atención a lo dispuesto en la Resolución 27513 del 31 de diciembre de 1997. 

 

6) El 4 de julio de 2019 la actora solicitó de la UGPP la reliquidación de su pensión, 

en aplicación de lo dispuesto por el Consejo de Estado en sentencia de unificación de 

28 de agosto de 2018. 

 

7) La petición fue resuelta en forma desfavorable por la entidad accionada, en virtud 

de la Resolución RDP 29236 de 27 de septiembre de 2019, confirmada con 

Resolución RDP 034626 de 18 de noviembre del mismo año. 

 

3.1.2. De conformidad con lo anterior, se procede a fijar el objeto del litigio de la 

siguiente manera: 

 

Se trata de determinar si la señora Helena Feo Chimby le asiste razón jurídica para 

solicitar de la UGPP la reliquidación de su pensión de jubilación en aplicación de lo 

dispuesto por el Consejo de Estado en sentencia de unificación de 28 de agosto 

de 2018, esto es, con la inclusión de todos los factores cotizados durante los 

últimos 10 años de servicios, o del periodo causado desde el día 1º de abril de 

1994 hasta el retiro, así como a la indexación de la primera mesada pensional; o 

si, por el contrario, el proceder de la accionada tiene un fundamento legal que lo 

sustente. 

 

3.2. Pruebas 

 

La suscrita juez observa que, dentro del escrito de demanda, la parte actora relacionó 

las pruebas documentales aportadas al plenario y solicitó oficiar a la demandada con 

el fin de obtener copia del expediente administrativo.  

 

Por su parte, la UGPP aportó en medio magnético los antecedentes administrativos 

de la accionante y no solicitó el decreto de ningún medio de prueba adicional.  

 

En este sentido, el Despacho dispondrá:  

 

Tener como pruebas los documentos aportados por la parte actora, que obran de folio 

12 a 51 del expediente, y por la UGPP, en medio magnético visible a folio 103 del 
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plenario, los cuales se incorporarán a la presente actuación, por cuanto resultan 

pertinentes, conducentes y útiles. 

 

En consideración de lo anterior, se niega la prueba solicitada por la parte actora, 

comoquiera que los documentos requeridos reposan en el expediente. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del Circuito 

de Bogotá, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Fijar el litigio en el presente asunto, como quedó expuesto en el acápite 

3.1.2 de la parte motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO: Con el valor probatorio que les asigna la ley, téngase como pruebas 

los documentos aportados por la parte demandante, que obran de folios 12 a 51 del 

expediente y por la UGPP en medio magnético visible a folio 103 del plenario, los 

cuales se incorporan a la presente actuación. 

 

TERCERO: Se niega la prueba documental solicitada por la parte actora, de 

conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de la providencia. 

 

CUARTO: En firme esta decisión, regrese el expediente al despacho para 

continuar con el trámite de rigor. 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

 
(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 
JUEZ 

 PVC 

 
 
 
 
 
 

 
 

 

Firmado Por: 

 

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D. C. - SECCIÓN SEGUNDA 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notificó a 
las partes la providencia anterior, hoy 28 de junio de 
2021 a las 8.00 A.M. 
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GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUEZ  
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020202000033 00 

DEMANDANTE: JOSÉ ALFONSO MOLINA DÍAZ  

DEMANDADO: 
CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA 

NACIONAL – CASUR   

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, por ser la presente controversia un asunto de 

puro derecho que no requiere más elementos de prueba que los obrantes en el 

expediente, el Despacho dispone que este permanezca en secretaría por un 

término común de diez (10) días a disposición de las partes y del señor procurador 

judicial, para que las primeras formulen sus alegatos de conclusión y aquel rinda 

su concepto, si a bien lo tiene, por escrito.  

 

Vencido el término anterior, se dictará sentencia por escrito dentro de los 20 días 

siguientes, de acuerdo con el inciso final del artículo 181 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 
(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 

 

JJC 

                                                           
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020202000036 00 

DEMANDANTE: MARÍA ACSENSION DURAN     

DEMANDADO: 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES      

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, por ser la presente controversia un asunto de 

puro derecho que no requiere más elementos de prueba que los obrantes en el 

expediente, el Despacho dispone que este permanezca en secretaría por un 

término común de diez (10) días a disposición de las partes y del señor procurador 

judicial, para que las primeras formulen sus alegatos de conclusión y aquel rinda 

su concepto, si a bien lo tiene, por escrito.  

 

Vencido el término anterior, se dictará sentencia por escrito dentro de los 20 días 

siguientes, de acuerdo con el inciso final del artículo 181 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 
(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 

 

                                                           
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

REFERENCIA: 110013335020202000040  00 

DEMANDANTE: GUSTAVO RENDÓN FORERO 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

EJÉRCITO NACIONAL 

 

 
Por secretaría reitérese el Oficio 00073/JPG de 18 de marzo de 20211, dirigido al 

teniente coronel Edwin Gustavo Diaz Delgado de la Dirección de Personal del 

Ejército Nacional, para que allegue respuesta inmediata respecto de lo requerido. 

Hágase las advertencias legales al funcionario renuente} 

 de enviar lo solicitado. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 
Notifíquese y cúmplase 

 

  

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUEZ 

 

JJC 

 

 

Firmado Por: 

 

GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUEZ  

                                                           
1 Folio 33. 
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BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020202000045 00 

DEMANDANTE: DIANA PAOLA FLOREZ LEON  

DEMANDADO: 
NACIÓN – RAMA JUDICIAL - CONSEJO SUPERIOR 
DE LA JUDICATURA – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, por ser la presente controversia un asunto de 

puro derecho que no requiere más elementos de prueba que los obrantes en el 

expediente, el Despacho dispone que este permanezca en secretaría por un 

término común de diez (10) días a disposición de las partes y del señor procurador 

judicial, para que las primeras formulen sus alegatos de conclusión y aquel rinda 

su concepto, si a bien lo tiene, por escrito.  

 

Vencido el término anterior, se dictará sentencia por escrito dentro de los 20 días 

siguientes, de acuerdo con el inciso final del artículo 181 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 
(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 
                                                           
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020202000052 00 

DEMANDANTE: FERMÍN GUSTAVO ENCISO GUTIÉRREZ        

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO        

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, por ser la presente controversia un asunto de 

puro derecho que no requiere más elementos de prueba que los obrantes en el 

expediente, el Despacho dispone que este permanezca en secretaría por un 

término común de diez (10) días a disposición de las partes y del señor procurador 

judicial, para que las primeras formulen sus alegatos de conclusión y aquel rinda 

su concepto, si a bien lo tiene, por escrito.  

 

Vencido el término anterior, se dictará sentencia por escrito dentro de los 20 días 

siguientes, de acuerdo con el inciso final del artículo 181 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 

 

JJC 

                                                           
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020202000053 00 

DEMANDANTE: ALBA LUCÍA ORTÍZ ÁVILA 

DEMANDADO: 

NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO 

 

I. ASUNTO 

 

Vencido el término de traslado para alegar de conclusión, se observa que la parte 

actora remitió el 3 de mayo de 20211, de manera virtual, escrito en el que desiste 

de las pretensiones formuladas en esta. 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

La figura del desistimiento es una forma de terminación anormal del proceso, que 

implica la renuncia de las pretensiones de la demanda. 

 

El artículo 314 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por remisión 

expresa del artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA), señala: 

 
Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. 
 
El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya 
pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se 
presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante 
apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende el del 
recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en 
todos aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría 
producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento 
producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 
 

                                                 
1 Archivo digital. 
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Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo 
proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de 
las pretensiones y personas no comprendidas en él. 
 
[…] 

 
Así las cosas, comoquiera que la accionante manifiesta su voluntad de desistir de 

la demanda interpuesta contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en ejercicio del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho, el Despacho estima que es dable 

aceptar tal petición, toda vez que en este proceso (i) no se ha proferido sentencia y 

(ii) el apoderado de la parte demandante se encuentra facultado expresamente para 

desistir, según poder visible a folios 9 y 10 del expediente. 

 

Ahora bien, respecto a la condena en costas, no se condenará por tal concepto a la 

parte actora, pues en los eventos en los que se termina el proceso por desistimiento 

de la demanda, el Consejo de Estado2 indicó que su reconocimiento debe atender 

a cada caso en concreto, en los siguientes términos: 

 
[…] 
 
El criterio de aplicación de las normas sobre condena en costas en 
desistimiento de la demanda, debe atender al carácter del conflicto suscitado 
en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, pues tal y como lo 
planteó el recurrente, la filosofía de esta figura en el derecho civil es diferente 
a la ventilada en asuntos como el de la referencia por el carácter público de 
una de las parte en conflicto, que entre otras cosas, ha justificado en 
Colombia la existencia de una jurisdicción especializada e independiente de 
la ordinaria. 
 
En ese orden, como las costas procesales se orientan a sancionar el 
ejercicio abusivo de los instrumentos judiciales o el desgaste procesal 
innecesario de la parte demandada y de la propia administración de justicia, 
su reconocimiento debe atender tal naturaleza y las circunstancias de cada 
caso.  
 
5.2.5.- Bajo estas premisas, la Sala observa que el actor ha propendido 
porque no se produzca el mencionado desgaste, pues al tener conocimiento 
de que en respuesta a su solicitud el Ministerio de Minas y Energía revocó 
los actos administrativos objeto del litigio, acudió inmediatamente a informar 
tal circunstancia con el fin de que no se continuara adelantando el trámite, 
esto es, la fijación de fecha de la audiencia inicial y su realización. 

 
[…] 

 
En ese orden de ideas, la suscrita juez considera que el apoderado de la parte 

actora desiste de la demanda para evitar la congestión del aparato judicial, al 

considerar innecesario seguir debatiendo un tema que ha sido resuelto en sede 

                                                 
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Primera. Auto de 17 de octubre de 2013, radicado 
número: 15001-23-33-000-2012-00282-01, Consejero ponente: Guillermo Vargas Ayala. 
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administrativa, con el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago 

tardío de las cesantías a favor de la señora Alba Lucía Ortiz Ávila, prevista en la Ley 

244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006.  

 

Aunado a lo anterior, con el escrito de alegatos de conclusión, la parte demandada 

allega certificación expedida por la Fiduciaria la Previsora SA3, en la que se constata 

que el pago de la sanción moratoria pretendida se sufragó el 20 de noviembre de 

2020. 

 

De lo anterior se infiere que la actuación del apoderado de la accionante está dirigida 

a cumplir con los postulados de economía procesal, con el fin de evitar el desgaste 

de la administración de justicia y de la entidad demandada. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del Circuito 

de Bogotá., 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Admitir el desistimiento de la demanda, presentado por el apoderado 

de la parte demandante, conforme lo manifestado en este auto. 

 

SEGUNDO: Dar por terminado el proceso de la referencia. 

  

TERCERO: Abstenerse de condenar en costas a la parte actora, de conformidad 

con lo expuesto. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, previas las anotaciones a que haya lugar, 

archívese el expediente. 

 

Notifíquese y cúmplase, 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 
 

PVC 

                                                 
3 Archivo digital. 
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JUEZ  
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE No: 110013335020202000054  00 

DEMANDANTE: ROCÍO DEL PILAR VIVAS FAJARDO 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO 

 

I. ASUNTO 

 

Vencido el término de traslado de la solicitud de desistimiento de pretensiones 

presentada por el apoderado de la parte demandante y ante el silencio de la entidad 

accionada, procede el Despacho a decidir respecto de esta, previas las siguientes:  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

La figura del desistimiento es una forma de terminación anormal del proceso, que 

implica la renuncia de las pretensiones de la demanda. 

 

El artículo 314 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por remisión 

expresa del artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA), señala: 

 
Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. 
 
El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya 
pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se 
presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante 
apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende el del 
recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en 
todos aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría 
producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento 
producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 
 
Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo 
proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de 
las pretensiones y personas no comprendidas en él. 
 
[…] 
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Así las cosas, comoquiera que la accionante manifiesta su voluntad de desistir de 

la demanda interpuesta contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en ejercicio del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho, el Despacho estima que es dable 

aceptar tal petición, toda vez que en este proceso (i) no se ha proferido sentencia y 

(ii) el apoderado de la parte demandante se encuentra facultado expresamente para 

desistir, según poder visible a folios 9 y 10 del expediente. 

 
Ahora bien, respecto a la condena en costas, no se condenará por tal concepto a la 

parte actora, pues en los eventos en los que se termina el proceso por desistimiento 

de la demanda, el Consejo de Estado1 indicó que su reconocimiento debe atender 

a cada caso en concreto, en los siguientes términos: 

 
[…] 
 
El criterio de aplicación de las normas sobre condena en costas en 
desistimiento de la demanda, debe atender al carácter del conflicto suscitado 
en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, pues tal y como lo 
planteó el recurrente, la filosofía de esta figura en el derecho civil es diferente 
a la ventilada en asuntos como el de la referencia por el carácter público de 
una de las parte en conflicto, que entre otras cosas, ha justificado en 
Colombia la existencia de una jurisdicción especializada e independiente de 
la ordinaria. 
 
En ese orden, como las costas procesales se orientan a sancionar el 
ejercicio abusivo de los instrumentos judiciales o el desgaste procesal 
innecesario de la parte demandada y de la propia administración de justicia, 
su reconocimiento debe atender tal naturaleza y las circunstancias de cada 
caso.  
 
5.2.5.- Bajo estas premisas, la Sala observa que el actor ha propendido 
porque no se produzca el mencionado desgaste, pues al tener conocimiento 
de que en respuesta a su solicitud el Ministerio de Minas y Energía revocó 
los actos administrativos objeto del litigio, acudió inmediatamente a informar 
tal circunstancia con el fin de que no se continuara adelantando el trámite, 
esto es, la fijación de fecha de la audiencia inicial y su realización. 

 
[…] 

 

En ese orden de ideas, la suscrita juez considera que el apoderado de la parte 

actora desiste de las pretensiones de la demanda para evitar la congestión del 

aparato judicial, en aras de cumplir con los postulados de economía procesal, con 

el fin de evitar el desgaste de la administración de justicia y de la entidad 

demandada. 

 

                                                 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Primera. Auto de 17 de octubre de 2013, radicado 
número: 15001-23-33-000-2012-00282-01, Consejero ponente: Guillermo Vargas Ayala. 
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del Circuito 

de Bogotá, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Admitir el desistimiento de la demanda, presentado por el apoderado 

de la parte demandante, conforme lo manifestado en este auto. 

 

SEGUNDO: Dar por terminado el proceso de la referencia. 

  

TERCERO: Abstenerse de condenar en costas a la parte actora, de conformidad 

con lo expuesto. 

 
CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, previas las anotaciones a que haya lugar, 

archívese el expediente. 

 
Notifíquese y cúmplase, 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 
 

PVC 

 

 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por: 

 

GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUEZ  

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-BOGOTÁ, 
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Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, 

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 

2de6227b64918d147d153774b4245ccc178e542b68601c784745b021ec20ca2a 
Documento generado en 25/06/2021 12:31:41 p. m. 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D. C. - SECCIÓN SEGUNDA 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO notificó a las 
partes la providencia anterior, hoy 28 de junio de 2021 
a las 8.00 A.M. 



JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE No: 110013335020202000055  00 

DEMANDANTE: OMAR ALBERTO CRISTANCHO RUÍZ 

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO 

 

I. ASUNTO 

 

Vencido el término de traslado de la solicitud de desistimiento de pretensiones 

presentada por el apoderado de la parte demandante y ante el silencio de la entidad 

accionada, procede el Despacho a decidir respecto de esta, previas las siguientes 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

La figura del desistimiento es una forma de terminación anormal del proceso, que 

implica la renuncia de las pretensiones de la demanda. 

 

El artículo 314 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por remisión 

expresa del artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (CPACA), señala: 

 
Artículo 314. Desistimiento de las pretensiones. 
 
El demandante podrá desistir de las pretensiones mientras no se haya 
pronunciado sentencia que ponga fin al proceso. Cuando el desistimiento se 
presente ante el superior por haberse interpuesto por el demandante 
apelación de la sentencia o casación, se entenderá que comprende el del 
recurso. 
 
El desistimiento implica la renuncia de las pretensiones de la demanda en 
todos aquellos casos en que la firmeza de la sentencia absolutoria habría 
producido efectos de cosa juzgada. El auto que acepte el desistimiento 
producirá los mismos efectos de aquella sentencia. 
 
Si el desistimiento no se refiere a la totalidad de las pretensiones, o si sólo 
proviene de alguno de los demandantes, el proceso continuará respecto de 
las pretensiones y personas no comprendidas en él. 
 
[…] 

 



JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  
                                                                                                                      NYR - 2020-00055 

 

2 

 

Así las cosas, comoquiera que el accionante manifiesta su voluntad de desistir de 

la demanda interpuesta contra la Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en ejercicio del medio de 

control de nulidad y restablecimiento del derecho, el Despacho estima que es dable 

aceptar tal petición, toda vez que en este proceso (i) no se ha proferido sentencia y 

(ii) el apoderado de la parte demandante se encuentra facultado expresamente para 

desistir, según poder visible a folio 15 del expediente. 

 

Ahora bien, respecto a la condena en costas, no se condenará por tal concepto a la 

parte actora, pues en los eventos en los que se termina el proceso por desistimiento 

de la demanda, el Consejo de Estado1 indicó que su reconocimiento debe atender 

a cada caso en concreto, en los siguientes términos: 

 
[…] 
 
El criterio de aplicación de las normas sobre condena en costas en 
desistimiento de la demanda, debe atender al carácter del conflicto suscitado 
en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, pues tal y como lo 
planteó el recurrente, la filosofía de esta figura en el derecho civil es diferente 
a la ventilada en asuntos como el de la referencia por el carácter público de 
una de las parte en conflicto, que entre otras cosas, ha justificado en 
Colombia la existencia de una jurisdicción especializada e independiente de 
la ordinaria. 
 
En ese orden, como las costas procesales se orientan a sancionar el 
ejercicio abusivo de los instrumentos judiciales o el desgaste procesal 
innecesario de la parte demandada y de la propia administración de justicia, 
su reconocimiento debe atender tal naturaleza y las circunstancias de cada 
caso.  
 
5.2.5.- Bajo estas premisas, la Sala observa que el actor ha propendido 
porque no se produzca el mencionado desgaste, pues al tener conocimiento 
de que en respuesta a su solicitud el Ministerio de Minas y Energía revocó 
los actos administrativos objeto del litigio, acudió inmediatamente a informar 
tal circunstancia con el fin de que no se continuara adelantando el trámite, 
esto es, la fijación de fecha de la audiencia inicial y su realización. 

 
[…] 

 

En ese orden de ideas, la suscrita juez considera que el apoderado de la parte 

actora desiste de las pretensiones de la demanda para evitar la congestión del 

aparato judicial, en aras de cumplir con los postulados de economía procesal, con 

el fin de evitar el desgaste de la administración de justicia y de la entidad 

demandada. 

 

                                                 
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Primera. Auto de 17 de octubre de 2013, radicado 
número: 15001-23-33-000-2012-00282-01, Consejero ponente: Guillermo Vargas Ayala. 
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Veinte Administrativo de Oralidad del Circuito 

de Bogotá, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Admitir el desistimiento de la demanda, presentado por el apoderado 

de la parte demandante, conforme lo manifestado en este auto. 

 

SEGUNDO: Dar por terminado el proceso de la referencia. 

  

TERCERO: Abstenerse de condenar en costas a la parte actora, de conformidad 

con lo expuesto. 

 

CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, previas las anotaciones a que haya lugar, 

archívese el expediente. 

 
Notifíquese y cúmplase, 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 
 

PVC 
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020202000059 00 

DEMANDANTE: MIGUEL ANTONIO GUEVARA SOTO      

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 
POLICÍA NACIONAL Y CAJA DE SUELDOS DE 
RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL – CASUR       

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, por ser la presente controversia un asunto de 

puro derecho que no requiere más elementos de prueba que los obrantes en el 

expediente, el Despacho dispone que este permanezca en secretaría por un 

término común de diez (10) días a disposición de las partes y del señor procurador 

judicial, para que las primeras formulen sus alegatos de conclusión y aquel rinda 

su concepto, si a bien lo tiene, por escrito.  

 

Vencido el término anterior, se dictará sentencia por escrito dentro de los 20 días 

siguientes, de acuerdo con el inciso final del artículo 181 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 
(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 
                                                           
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020202000075 00 

DEMANDANTE: LEYDI KATERINE HERNÁNDEZ       

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO        

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, por ser la presente controversia un asunto de 

puro derecho que no requiere más elementos de prueba que los obrantes en el 

expediente, el Despacho dispone que este permanezca en secretaría por un 

término común de diez (10) días a disposición de las partes y del señor procurador 

judicial, para que las primeras formulen sus alegatos de conclusión y aquel rinda 

su concepto, si a bien lo tiene, por escrito.  

 

Vencido el término anterior, se dictará sentencia por escrito dentro de los 20 días 

siguientes, de acuerdo con el inciso final del artículo 181 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

Juez 

 

JJC 

                                                           
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020202000158 00 

DEMANDANTE:  JOSÉ ARTURO ÁVILA ROJAS  

DEMANDADO: DEFENSORÍA DEL PUBELO  

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 182A del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), adicionado por el 

artículo 42 de la Ley 2080 de 20211, por ser la presente controversia un asunto de 

puro derecho que no requiere más elementos de prueba que los obrantes en el 

expediente, el Despacho dispone que este permanezca en secretaría por un término 

común de diez (10) días a disposición de las partes y del señor procurador judicial, 

para que las primeras formulen sus alegatos de conclusión y aquel rinda su 

concepto, si a bien lo tiene, por escrito. 

 

Vencido el término anterior, se dictará sentencia por escrito dentro de los 20 días 

siguientes, de acuerdo con el inciso final del artículo 181 del CPACA. 

 

Se advierte a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

Notifíquese y cúmplase 

 
 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 
Juez 

 
PRV 

 

 

                                                           
1 A través del cual se permite dictar sentencia anticipada.  
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JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 
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Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica a 
las partes la providencia anterior, hoy 28 de junio de 2021 
a las 8.00 am. 



JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020202000278 00 

DEMANDANTE: JUAN CARLOS GÓMEZ MARTÍNEZ   

DEMANDADO: 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

ARMADA NACIONAL 

 

El Despacho examina el presente medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho, luego de haber sido inadmitido en auto anterior y, de haberse 

subsanado dentro del tiempo oportuno, por lo que se observa:  

 

1° Que se encuentran designadas las partes1. 

 

2° Que las pretensiones2 están de conformidad con el poder conferido.  

 

3° Que los fundamentos fácticos de la demanda se encuentran debidamente 

enunciados3. 

 

4° Que los fundamentos de derecho de las pretensiones y el concepto de violación4 

se encuentran conforme al numeral 4º del artículo 162 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA).   

 

5° Que la cuantía se encuentra razonada por la parte demandante5, por lo mismo, 

el proceso debe tramitarse en primera instancia, de acuerdo con el numeral 2° del 

artículo 155 del CPACA.  

 

6° Que la(s) decisión(es) demandada(s) se encuentra(n) debidamente allegada(s)6. 

 

De manera que, por reunir los requisitos establecidos en el artículo 162 del CPACA 

(modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021), en concordancia con el 

articulo 171 ibidem, se 

                                                           
1 Folio 1 archivo 01 demanda. 
2 Folio 3 archivo 16 Subsanación demanda. 
3 Folios 2 y 3 archivo 01 demanda. 
4 Folios 8 y ss., archivo 01 demanda.   
5 Folios 33 y 34 archivo 01 demanda.  
6 Folios 15 y ss., archivo 16 subsanación demanda. 
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DISPONE 

 

1º Admítase la presente demanda presentada por Juan Carlos Gómez Martínez 

contra la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Armada Nacional.  

   

2º Notifíquese personalmente la admisión de la demanda y córrase traslado de 

esta, por el término de treinta (30) días al señor Ministro de Defensa Nacional o a 

quién haya delegado para tal función, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 172 del CPACA, para que proceda a contestar, con el lleno de los requisitos 

de que trata el artículo 175 ibidem, modificado por el artículo 37 de la Ley 2080 de 

2021.  

 

Prevéngaseles para que allegue con la contestación el expediente administrativo 

del actor, así como la totalidad de las pruebas que se encuentren en su poder y que 

pretenda hacer valer como tales; la omisión de dicha carga constituirá falta 

gravísima. 

 

De igual manera, adviértasele a la referida entidad que conforme a lo previsto 

numeral 7° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 37 de la Ley 2080 

de 2021, la entidad demandada y su apoderado suministrarán, a este Despacho y 

a la parte demandante, el correo electrónico, medio tecnológico o canal digital, 

elegido por la entidad y por el apoderado, para recibir notificaciones. Además, a 

través de este deberán remitir un ejemplar del escrito de contestación de la 

demanda a la parte accionante, circunstancia que acreditarán con el mensaje de 

datos o correo electrónico que remitan a esta sede judicial.  

 

3º Notifíquese personalmente la admisión de la demanda y córrase traslado de 

esta, por el término de treinta (30) días al (a) (la) señor(a) Director (a) de la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, de acuerdo con lo establecido en los 

artículos 612 de la Ley 1564 de 2012 y 199 del CPACA. 

 

4º Notifíquese personalmente la admisión de la demanda y córrase traslado de 

esta, por el término de treinta (30) días al (a) (la) señor(a) Procurador(a) Judicial, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 172 del CPACA. 
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5º Para los efectos de surtir las notificaciones anotadas en los numerales anteriores, 

practíquense estas en la forma prevista en el artículo 199 del CPACA, modificado 

por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 

6º Se exhorta a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

7° Se reconoce personería al doctor Luis Hernando Castellanos Fonseca, quien se 

identifica con la TP 83.181 del CS de la J, como apoderado del señor Juan Carlos 

Gómez Martínez, de conformidad con el poder visible a folios 5 y 6 del archivo 16 

subsanación, del expediente digital.  

 

 

Notifíquese y Cúmplase 

 

 

(Firmada electrónicamente)  
GINA PAOLA MORENO ROJAS 

JUEZ 
 

PRV 
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ – SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020202100025 00 

DEMANDANTE: OMAR ALBERTO DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ 

DEMANDADO: NACIÓN – PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

 

El Despacho examina el presente medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho, y se observa: 

 

1° Que se encuentran designadas las partes1. 

 

2° Que las pretensiones2 están de conformidad con el poder conferido.  

 

3° Que los fundamentos fácticos de la demanda se encuentran debidamente 

enunciados3. 

 

4° Que los fundamentos de derecho de las pretensiones y el concepto de violación4 

se encuentran conforme al numeral 4º del artículo 162 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA).   

 

5° Que estudiada la cuantía por parte del Consejo de Estado, encontró que esta no 

supera los 50 smlmv, por lo mismo, el proceso debe tramitarse en primera instancia, 

de acuerdo con el numeral 2° del artículo 155 del CPACA.  

 

6° Que la(s) decisión(es) demandada(s) se encuentra(n) debidamente allegada(s)5. 

 

De manera que, por reunir los requisitos establecidos en el artículo 162 del CPACA 

(modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021), en concordancia con el 

articulo 171 ibidem, se 

 

 

                                                           
1 Folio 525 correspondiente a la demanda.  
2 Folios 525 a 527 correspondiente a la demanda y folio 1 del poder. 
3 Folios 527 a 536 correspondiente a la demanda.  
4 Folios 537 a 571 correspondiente a la demanda.  
5 Folios 490 y 491 correspondiente a los anexos de la demanda.  
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DISPONE 

 

1º Admítase la presente demanda instaurada por el señor Omar Alberto de Jesús 

González Rodríguez contra la Nación – Procuraduría General de la Nación.  

   

2º Notifíquese personalmente la admisión de la demanda y córrase traslado de 

esta, por el término de treinta (30) días a la señora Procuradora General de la 

Nación o a quien haya delegado para tal función, de conformidad con lo establecido 

en el artículo 172 del CPACA, para que proceda a contestar, con el lleno de los 

requisitos de que trata el artículo 175 ibidem, modificado por el artículo 37 de la Ley 

2080 de 2021. 

 

Prevéngasele para que allegue con la contestación el expediente administrativo del 

actor, así como la totalidad de las pruebas que se encuentren en su poder y que 

pretenda hacer valer como tales; la omisión de dicha carga constituirá falta 

gravísima.  

 

De igual manera, adviértase a la accionada que conforme a lo previsto en el numeral 

7° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 37 de la Ley 2080 de 2021, 

la entidad demandada y su apoderado suministrarán, a este Despacho y a la parte 

demandante, el correo electrónico, medio tecnológico o canal digital, elegido por la 

entidad y por el apoderado, para recibir notificaciones. Además, a través de este 

deberán remitir un ejemplar del escrito de contestación de la demanda a la parte 

accionante, circunstancia que acreditarán con el mensaje de datos o correo 

electrónico que remitan a esta sede judicial. 

 

3º Notifíquese personalmente la admisión de la demanda y córrase traslado de 

esta, por el término de treinta (30) días al (a) (la) señor(a) Director(a) de la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en los términos de los artículos 612 de la 

Ley 1564 de 2012 y 199 del CPACA. 

 

4º Notifíquese personalmente la admisión de la demanda y córrase traslado de 

esta, por el término de treinta (30) días al (a) (la) señor(a) Procurador(a) Judicial, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 172 del CPACA. 
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5º Para los efectos de surtir las notificaciones anotadas en los numerales anteriores, 

acátese lo dispuesto en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de 

la Ley 2080 de 2021. 

 

6º Se exhorta a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

7° Se reconoce personería al doctor Héctor Olivo García Dueñas, quien se identifica 

con la TP 153.709 del C. S. de la J., como apoderado del señor Omar Alberto de 

Jesús González Rodríguez, de acuerdo con el poder visible a folio 1 del expediente. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

JUEZ 
 
 

GAP 

 
 

 

Firmado Por: 

 

GINA PAOLA MORENO ROJAS  

JUEZ  

JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE LA CIUDAD DE BOGOTA, D.C.-BOGOTÁ, 

D.C. 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez 

jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 
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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá, veinticinco (25) de junio de dos mil veintiuno (2021) 

 

EXPEDIENTE: 110013335020202100140 00 

DEMANDANTE: CARLOS ALBERTO ROJAS CASTRO 

DEMANDADO: 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES 

 

Subsanadas las falencias indicadas mediante auto de 28 de mayo de 20211, se 

analiza el proceso de la referencia y se observa: 

 

1° Que se encuentran designadas las partes2. 

 

2° Que las pretensiones3 están de conformidad con el poder conferido.  

 

3° Que los fundamentos fácticos de la demanda se encuentran debidamente 

enunciados4. 

 

4° Que los fundamentos de derecho de las pretensiones y el concepto de violación5 

se encuentran conforme al numeral 4º del artículo 162 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA).   

 

5° Que la cuantía se encuentra razonada por la parte demandante6, por lo mismo, 

el proceso debe tramitarse en primera instancia, de acuerdo con el numeral 2° del 

artículo 155 del CPACA. 

 

6° Que la(s) decisión(es) demandada(s) se encuentra(n) debidamente allegada(s)7. 

 

De manera que, por reunir los requisitos establecidos en el artículo 162 del CPACA 

(modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021), en concordancia con el 

articulo 171 ibidem, se 

 

                                                           
1 En 3 folios, notificado en estado de 31 de mayo de 2021. 
2 Folio 1 correspondiente a la demanda.  
3 Folio 2 correspondiente a la demanda y folio 1 del poder. 
4 Folios 2 y 3 correspondiente a la demanda.  
5 Folios 3 a 5 correspondiente a la demanda.  
6 Folios 5 y 6 correspondiente a la demanda.  
7 Folios 4 a 12, 16 a 25, 30 a 41 y 43 a 57 correspondiente a los anexos de la demanda.  
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DISPONE 

 

1º Admítase la presente demanda instaurada por el señor Carlos Alberto Rojas 

Castro contra la Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones. 

   

2º Notifíquese personalmente la admisión de la demanda y córrase traslado de 

esta, por el término de treinta (30) días al (a) (la) señor(a) Presidente(a) de la 

Administradora Colombiana de Pensiones o a quien haya delegado para tal función, 

de conformidad con lo establecido en el artículo 172 del CPACA, para que proceda 

a contestar, con el lleno de los requisitos de que trata el artículo 175 ibidem, 

modificado por el artículo 37 de la Ley 2080 de 2021. 

 

Prevéngasele para que allegue con la contestación el expediente administrativo del 

actor, así como la totalidad de las pruebas que se encuentren en su poder y que 

pretenda hacer valer como tales; la omisión de dicha carga constituirá falta 

gravísima.  

 

De igual manera, adviértase a la accionada que conforme a lo previsto en el numeral 

7° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 37 de la Ley 2080 de 2021, 

la entidad demandada y su apoderado suministrarán, a este Despacho y a la parte 

demandante, el correo electrónico, medio tecnológico o canal digital, elegido por la 

entidad y por el apoderado, para recibir notificaciones. Además, a través de este 

deberán remitir un ejemplar del escrito de contestación de la demanda a la parte 

accionante, circunstancia que acreditarán con el mensaje de datos o correo 

electrónico que remitan a esta sede judicial. 

 

3º Notifíquese personalmente la admisión de la demanda y córrase traslado de 

esta, por el término de treinta (30) días al (a) (la) señor(a) Director(a) de la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en los términos de los artículos 612 de la 

Ley 1564 de 2012 y 199 del CPACA. 

 

4º Notifíquese personalmente la admisión de la demanda y córrase traslado de 

esta, por el término de treinta (30) días al (a) (la) señor(a) Procurador(a) Judicial, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 172 del CPACA. 

 

5º Para los efectos de surtir las notificaciones anotadas en los numerales anteriores, 

acátese lo dispuesto en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de 

la Ley 2080 de 2021. 
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6º Se exhorta a las partes que, con ocasión a las medidas adoptadas por el Consejo 

Superior de la Judicatura para mitigar los efectos del COVID-19 en el país, cualquier 

solicitud y radicación de memoriales deberá remitirse únicamente al correo 

electrónico definido por la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos de 

Bogotá, esto es, correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

GINA PAOLA MORENO ROJAS 

JUEZ 

 

GAP 
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JUEZ  
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JUZGADO 20 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ - SECCIÓN SEGUNDA 

Por anotación en ESTADO ELECTRÓNICO se notifica 
a las partes la providencia anterior, hoy 28 de junio de 
2021 a las 8:00 am. 
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